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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se instruye a la Junta General 
Ejecutiva para que, a través de la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, realice las actividades 
necesarias para presentar el proyecto de la nueva demarcación territorial de los Distritos Electorales uninominales 
locales en que se divide el Estado de Sinaloa y sus respectivas cabeceras distritales; asimismo, se aprueba la 
creación e integración del Comité Técnico para el seguimiento y evaluación de los trabajos de Distritación Local 
del Estado de Sinaloa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG282/2019. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE INSTRUYE A LA 
JUNTA GENERAL EJECUTIVA PARA QUE, A TRAVÉS DE LA DIRECCIÓN EJECUTIVA DEL REGISTRO FEDERAL DE 
ELECTORES, REALICE LAS ACTIVIDADES NECESARIAS PARA PRESENTAR EL PROYECTO DE LA NUEVA 
DEMARCACIÓN TERRITORIAL DE LOS DISTRITOS ELECTORALES UNINOMINALES LOCALES EN QUE SE DIVIDE 
EL ESTADO DE SINALOA Y SUS RESPECTIVAS CABECERAS DISTRITALES; ASIMISMO, SE APRUEBA LA 
CREACIÓN E INTEGRACIÓN DEL “COMITÉ TÉCNICO PARA EL SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN DE LOS TRABAJOS 
DE DISTRITACIÓN LOCAL DEL ESTADO DE SINALOA” 

GLOSARIO 

CNV Comisión Nacional de Vigilancia. 

CPES Constitución Política del Estado de Sinaloa. 

CPEUM Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

CRFE Comisión del Registro Federal de Electores. 

CTD Comité Técnico para el seguimiento y evaluación de los trabajos de Distritación Local del 
estado de Sinaloa. 

DERFE Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores. 

INE Instituto Nacional Electoral. 

INEGI Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 

JGE Junta General Ejecutiva. 

LAMGE Lineamientos para la actualización del Marco Geográfico Electoral. 

LGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

OPL Organismo Público Local. 

PEL Proceso Electoral Local. 

SCJN Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

TEPJF Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

 

ANTECEDENTES 

1. Catálogo de municipios y secciones que conforman el Marco Geográfico Electoral del estado 
de Sinaloa. El 3 de junio de 2015, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo 
INE/CG335/2015, el catálogo de municipios y secciones que conforman el Marco Geográfico 
Electoral del estado de Sinaloa, como insumo para la generación de los escenarios de distritación. 

2. Aprobación de la Distritación Local de Sinaloa. El 13 de julio de 2015, este Consejo General 
aprobó, mediante Acuerdo INE/CG411/2015, la demarcación territorial de los Distritos Electorales 
uninominales locales en que se divide el estado de Sinaloa y la designación de sus cabeceras 
distritales, a propuesta de la JGE, para su aplicación a partir del PEL 2015-2016. 

3. Publicación del Decreto 105 en el Periódico Oficial del Estado de Sinaloa. El 4 de mayo de 
2017, se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Sinaloa, el Decreto 105 del H. Congreso de esa 
entidad, por el que se reformaron los artículos 24 y 112 de la CPES, respecto de la integración del 
Congreso y los Ayuntamientos de la entidad. 
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 El párrafo segundo del artículo Transitorio Primero del referido Decreto establece que la reforma del 
artículo 24 de la CPES, relativa a la integración del Congreso del Estado, entrará en vigor el 1º de 
febrero de 2020, para ser aplicable al PEL 2020-2021. 

4. Acción de Inconstitucionalidad sobre el Decreto 105. El 26 de mayo de 2017, se promovió ante la 
SCJN la Acción de Inconstitucionalidad en la que se solicitó la invalidez del Decreto 105 del H. 
Congreso del Estado de Sinaloa que reformó los artículos 24 y 112 de la CPES. 

5. Resolución a la Acción de Inconstitucionalidad 33/2017. El 24 de agosto de 2017, el Pleno de la 
SCJN resolvió la Acción de Inconstitucionalidad 33/2017, en la que se reconoció la validez del 
proceso legislativo por el que se reformaron los artículos 24 y 112 de la CPES y, a su vez, se 
reconoció la validez de dichos artículos. 

6. Presentación del Proyecto de Acuerdo. El 17 de junio de 2019, en sesión ordinaria de la CRFE, 
mediante Acuerdo INE/CRFE-04SO: 17/06/2019, se aprobó someter a la consideración de este 
órgano superior de dirección, el Proyecto de Acuerdo del Consejo General del INE por el que se 
instruye a la JGE para que, a través de la DERFE, realice las actividades necesarias para presentar 
el proyecto de la nueva demarcación territorial de los Distritos Electorales uninominales locales en 
que se divide el estado de Sinaloa y sus respectivas cabeceras distritales; asimismo, se aprueba la 
creación e integración del CTD. 

CONSIDERANDOS 

PRIMERO. Competencia. 

Este Consejo General del INE es competente para instruir a la JGE para que, a través de la DERFE, 
realice las actividades necesarias para presentar el proyecto de la nueva demarcación territorial de 
los Distritos Electorales uninominales locales en que se divide el estado de Sinaloa y sus respectivas 
cabeceras distritales; asimismo, se aprueba la creación e integración del CTD, conforme a lo 
dispuesto por los artículos 41, párrafo segundo, Base V, Apartado A, párrafos primero y segundo y 
Apartado B, inciso a), numerales 2 y 3; 53 de la CPEUM; 30, párrafos 1, incisos a), e) y f); 31, párrafo 
1; 32, párrafo 1, inciso a), fracción II; 34, párrafo 1, inciso a); 35; 42, párrafo 10; 44, párrafo 1, incisos 
l), gg), hh) y jj); 214, párrafos 1 y 2 de la LGIPE; 4, párrafo 1, fracción I, Apartado A, inciso a); 5, 
párrafo 1, inciso w) del Reglamento Interior del INE; 24 del Reglamento de Sesiones del Consejo 
General del INE; 24, párrafo segundo de la CPES; 55 de los LAMGE. 

SEGUNDO. Razones jurídicas que sustentan la determinación. 

Acorde a lo establecido en el artículo 1º, párrafo primero de la CPEUM, todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos en la propia Carta Magna y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio 
no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la misma 
establece. 

En términos del párrafo segundo de la disposición aludida, las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán de conformidad con la CPEUM y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

El párrafo tercero del artículo referido dispone que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

En ese contexto, el artículo 2, párrafos del 1 y 2 de la CPEUM, indica que la Nación tiene una 
composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que 
descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y 
que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. 
La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a quiénes se 
aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas. 

También, los párrafos 3 y 4 de la disposición constitucional en comento, prevé que son comunidades 
integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen una unidad social, económica y cultural, 
asentadas en un territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y 
costumbres. El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco 
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constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. El reconocimiento de los pueblos y 
comunidades indígenas se hará en las constituciones y leyes de las entidades federativas, las que 
deberán tomar en cuenta, además de los principios generales establecidos en los párrafos anteriores 
de este artículo, criterios etnolingüísticos y de asentamiento físico. 

Por su parte, el artículo 41, Base V, Apartado A, párrafo primero de la CPEUM, así como los artículos 
29, 30, párrafo 2 y 31, párrafo 1 de la LGIPE, señalan que el INE es un organismo público autónomo 
dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración participan el Poder 
Legislativo de la Unión, los Partidos Políticos Nacionales y las ciudadanas y los ciudadanos, en los 
términos que ordene la ley. En el ejercicio de esta función estatal, la certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, máxima publicidad y objetividad serán principios rectores. 

Asimismo, el artículo 41, Base V, Apartado B, inciso a), numeral 2 de la CPEUM, así como el diverso 
artículo 32, párrafo 1, inciso a), fracción II de la LGIPE, manifiestan que para los Procesos 
Electorales Federales y locales, corresponde al INE definir la geografía electoral, que incluirá el 
diseño y determinación de los Distritos Electorales y su división en secciones electorales, así como la 
delimitación de las circunscripciones plurinominales y el establecimiento de cabeceras. 

El artículo 26, Apartado B de la CPEUM establece que el Estado contará con un Sistema Nacional de 
Información Estadística y Geográfica cuyos datos serán considerados oficiales para la Federación, 
las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México. 
Los datos contenidos en el referido Sistema serán de uso obligatorio en los términos que establezca 
la ley. 

El artículo 105, fracción II, párrafo cuarto de la CPEUM alude que las leyes electorales federales y 
locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el Proceso 
Electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo no podrá haber modificaciones legales 
fundamentales. 

El artículo 116, fracción II, párrafo tercero de la CPEUM dispone que las legislaturas de las entidades 
federativas se integrarán con diputadas y diputados electos, según los principios de mayoría relativa 
y representación proporcional, en los términos que señalen sus leyes. 

Por su parte, el artículo 133 de la CPEUM advierte que la propia Constitución, las leyes del Congreso 
de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados 
y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley 
Suprema de toda la Unión. 

En consecuencia, los tratados internacionales tienen fuerza de ley y son de observancia obligatoria 
porque forman parte de nuestro sistema jurídico; en esa medida, deben ser cumplidos y aplicados a 
todos quienes se encuentren bajo su tutela. 

De esta manera, debe resaltarse que el artículo 3 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, ordena que los pueblos indígenas tienen derecho a la libre 
determinación. En virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen 
libremente su desarrollo económico, social y cultural. 

En ese sentido, el artículo 8, numeral 2, inciso d) de la Declaración en cita, instruye que los Estados 
deberán establecer mecanismos eficaces preventivos de toda forma de asimilación o integración 
forzada. 

El artículo 19 de la Declaración en comento, dispone que los Estados celebrarán consultas y 
cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados por medio de sus instituciones 
representativas, antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o administrativas que los afecten, a 
fin de obtener su conocimiento libre, previo e informado. 

Además, el artículo 2, párrafo 1 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales, expone que los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de 
desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con 
miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad. 
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El artículo 4 del Convenio en comento refiere que deberán adoptarse las medidas especiales que se 
precisen para salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el 
medio ambiente de los pueblos interesados. Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a 
los deseos expresados libremente por los pueblos interesados. El goce sin discriminación de los 
derechos generales de la ciudadanía no deberá sufrir menoscabo alguno como consecuencia de 
tales medidas especiales. 

En esa tesitura, el artículo 6, numeral 1 del Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, señala que, al aplicar las 
disposiciones del presente convenio, los gobiernos deberán consultar a los pueblos interesados, 
mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, 
cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles 
directamente; establecer los medios a través de los cuales, los pueblos interesados puedan participar 
libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los 
niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra 
índole responsables de políticas y programas que les conciernan, y establecer los medios para el 
pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados 
proporcionar los recursos necesarios para ese fin. 

En ese orden de ideas, el numeral 2 del artículo citado previamente, indica que las consultas llevadas 
a cabo en aplicación de ese Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a 
las circunstancias, con la finalidad de llegar a un Acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las 
medidas propuestas. 

Con base en el artículo 7, párrafo 3 del Convenio de mérito, los gobiernos deberán velar para que, 
siempre que haya lugar, se efectúen estudios en cooperación con los pueblos interesados, a fin de 
evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de 
desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser 
considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas. 

Por otra parte, el artículo 1, párrafo 2 de la LGIPE instituye que las disposiciones de dicha ley son 
aplicables a las elecciones en los ámbitos federal y local respecto de las materias que establece la 
CPEUM. 

El artículo 5, párrafo 1 de la LGIPE prevé que la aplicación de dicha ley corresponde, en sus 
respectivos ámbitos de competencia, al INE, al TEPJF, a los OPL y a las autoridades jurisdiccionales 
locales en la materia, a la Cámara de Diputados y al Senado. 

A su vez, el artículo 9, párrafo 2 de la LGIPE establece que en cada Distrito Electoral el sufragio se 
emitirá en la sección electoral que comprenda el domicilio de las ciudadanas y los ciudadanos. 

En términos de lo dispuesto por el artículo 42, párrafo 10 de la LGIPE, de acuerdo con la 
disponibilidad presupuestal del INE, este Consejo General podrá crear comités técnicos especiales 
para actividades o programas específicos, en que requiera del auxilio o asesoría técnico-científica de 
especialistas en las materias en que así lo estime conveniente. 

El artículo 44, párrafo 1, inciso l) de la LGIPE prevé que este Consejo General tiene, entre otras 
atribuciones, la de dictar los Lineamientos relativos al Registro Federal de Electores y ordenar a la 
JGE hacer los estudios y formular los proyectos para la división del territorio de la República en 300 
Distritos Electorales uninominales y sus cabeceras, su división en secciones electorales, para 
determinar el ámbito territorial de las cinco circunscripciones electorales plurinominales y la capital de 
la entidad federativa que será cabecera de cada una de ellas, así como la división territorial de los 
Distritos en el ámbito local y, en su caso, aprobarlos. 

Con fundamento en el artículo 54, párrafo 1, incisos g) y h) de la LGIPE, corresponde a la DERFE 
formular, con base en los estudios que realice, el proyecto de división del territorio nacional en 300 
Distritos Electorales uninominales, así como el de las cinco circunscripciones plurinominales y 
mantener actualizada la cartografía electoral del país, clasificada por entidad, Distrito Electoral 
federal, Distrito Electoral local, municipio y sección electoral. 
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Así, el artículo 71, párrafos 1 y 2 de la LGIPE prescribe que, en cada uno de los Distritos Electorales, 
el INE contará con la JGE, el Vocal Ejecutivo y el Consejo Distrital. En este tenor, los órganos 
distritales tendrán su sede en la cabecera de cada uno de los Distritos Electorales. 

Con base en lo dispuesto en el artículo 147, párrafos 2, 3 y 4 de la LGIPE, la sección electoral es la 
fracción territorial de los Distritos Electorales uninominales para la inscripción de las ciudadanas y los 
ciudadanos en el Padrón Electoral y en las Listas Nominales de Electores. Cada sección tendrá 
como mínimo 100 electores y como máximo 3,000. El fraccionamiento en secciones electorales 
estará sujeto a la revisión de la división del territorio nacional en Distritos Electorales, en los términos 
del artículo 53 de la CPEUM. 

En términos del artículo 158, párrafo 2 de la LGIPE, la CNV conocerá y podrá emitir opiniones 
respecto de los trabajos que la DERFE realice en materia de demarcación territorial. 

Tal como lo disponen los párrafos 1 y 2 del artículo 214 de la LGIPE, la demarcación de los Distritos 
Electorales federales y locales será realizada por el INE con base en el último Censo General de 
Población y los criterios generales determinados por este Consejo General, mismo que ordenará a la 
JGE realizar los estudios conducentes y aprobará los criterios generales. La distritación deberá, en 
su caso, aprobarse antes de que inicie el Proceso Electoral en que vaya a aplicarse. 

De igual forma, el párrafo 3 del artículo establece que, según lo dispuesto por el artículo 53 de la 
CPEUM, una vez establecida la demarcación territorial de los 300 Distritos Electorales uninominales 
federales basada en el último Censo General de Población, el Consejo General aprobará, en su 
caso, la distribución de los Distritos Electorales entre las entidades federativas, asegurando que la 
representación de un estado sea al menos de dos diputados de mayoría. 

A su vez, el artículo 17 de la CPES señala que el Estado de Sinaloa adopta para su régimen interior 
la forma de gobierno republicano, representativo, laico y popular, teniendo como base de su división 
territorial, y de su organización política y administrativa, el Municipio libre. 

El artículo 24 de la CPES mandata que el Congreso del Estado de Sinaloa se integrará con 30 
Diputaciones, 18 de ellas electas por el sistema de mayoría relativa en Distritos Electorales 
uninominales, y las 12 diputaciones restantes de acuerdo con el principio de representación 
proporcional, mediante el sistema de lista de candidaturas votada en circunscripción plurinominal. 

En tanto, el párrafo segundo del artículo en comento prescribe que la demarcación territorial de los 
Distritos Electorales uninominales locales será realizada por el INE con base en el último Censo 
General de Población y los criterios generales determinados por este Consejo General. 

En ese orden de ideas, el párrafo segundo del Artículo Transitorio primero de la CPES instruye que la 
reforma del artículo 24, relativa a la integración del Congreso del Estado, entrará en vigor el 1º de 
febrero de 2020, para ser aplicable al PEL 2020-2021. 

Ahora bien, de conformidad con lo establecido en el artículo 99 del Reglamento de Elecciones del 
INE, antes del inicio del Proceso Electoral que corresponda, la DERFE pondrá a consideración de 
este Consejo General, a través de la CRFE y previo conocimiento de la CNV, el proyecto de Marco 
Geográfico Electoral a utilizarse en cada uno de los Procesos Electorales que se lleven a cabo, de 
conformidad con los procedimientos establecidos en los LAMGE, los cuales fueron aprobados por 
este órgano superior de dirección en el Acuerdo INE/CG603/2016. 

En relación con lo anterior, el numeral 16 de los LAMGE establece que, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 41, segundo párrafo, Base V, Apartado B, inciso a), numeral 2 de la CPEUM, 
al INE le corresponde la geografía electoral tanto en el ámbito federal como en el ámbito local. 

Por su parte, el numeral 17 de los LAMGE dispone que la DERFE deberá mantener 
permanentemente actualizada la cartografía electoral clasificada por circunscripción electoral 
plurinominal, entidad federativa, Distrito Electoral local y federal, municipio y sección electoral, en los 
términos que determine la JGE y este Consejo General. 

Asimismo, el numeral 55 de los LAMGE apunta que, en términos del artículo 214 de la LGIPE, este 
Consejo General ordenará a la JGE realizar los estudios conducentes y aprobará los criterios 
generales para la determinación de los Distritos Electorales federales y locales, en cumplimiento a lo 
establecido en el artículo 53 de la CPEUM. 

La Sala Superior del TEPJF emitió la Jurisprudencia 35/2015, en los siguientes términos: 
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REDISTRITACIÓN. PUEDE REALIZARSE DENTRO DEL PLAZO DE NOVENTA 
DÍAS PREVIO AL INICIO DEL PROCESO ELECTORAL LOCAL. De conformidad 
a lo previsto en el penúltimo párrafo, de la fracción II, del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes electorales, 
federales y locales, deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa días 
antes de que inicie el Proceso Electoral en que vayan a aplicarse y, durante ese 
plazo, no podrá haber modificaciones legales fundamentales. En ese sentido, la 
redistritación al ser una facultad de la autoridad administrativa electoral, y no tener 
el carácter ni naturaleza de ley, puede realizarse dentro de dicha temporalidad,  en 
tanto no afecte los principios de certeza y seguridad jurídica, rectores de la materia 
electoral. 

Además, en la Jurisprudencia 37/2015 del TEPJF se precisa lo siguiente: 

CONSULTA PREVIA A COMUNIDADES INDÍGENAS. DEBE REALIZARSE POR 
AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS ELECTORALES DE CUALQUIER ORDEN 
DE GOBIERNO, CUANDO EMITAN ACTOS SUSCEPTIBLES DE AFECTAR SUS 
DERECHOS.- De la interpretación de los artículos 1° y 2° Apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el numeral 
6 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países Independientes, se advierte que la Federación, las 
entidades federativas y los Municipios, para promover la igualdad de 
oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, 
determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos 
de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales 
deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. En ese sentido, las 
autoridades administrativas electorales de cualquier orden de gobierno, tienen el 
deber de consultar a la comunidad interesada, mediante mecanismos eficaces que 
garanticen su conocimiento, y por conducto de sus instituciones representativas, 
cada vez que pretendan emitir alguna medida susceptible de afectarles 
directamente, con el objeto de garantizar la vigencia de sus derechos indígenas y 
el desarrollo integral de pueblos y comunidades; sin que la opinión que al efecto se 
emita vincule a la autoridad administrativa, porque se trata de una consulta para 
determinar si los intereses de los pueblos indígenas serían agraviados. 

Ahora bien, la SCJN, en las Acciones de Inconstitucionalidad 13/2014 y acumuladas 14/2014, 
15/2014 y 16/2014, resuelta el 11 de septiembre de 2014, y 51/2014 y acumuladas 77/2014 y 
79/2014, resuelta el 29 de septiembre de 2014, respectivamente, precisó que con fundamento en una 
interpretación sistemática y funcional de los artículos 41, fracción V y 116, fracción II de la CPEUM, 
respecto a la geografía electoral de los Procesos Electorales Federales y locales, el poder para 
diseñar y determinar la totalidad de los Distritos Electorales y la división del territorio en secciones 
electorales le corresponde en única instancia al INE. 

En razón de los preceptos normativos expuestos, se considera que válidamente este Consejo 
General en ejercicio de sus facultades puede instruir a la JGE para que, a través de la DERFE, 
realice las actividades necesarias para presentar el proyecto de la nueva demarcación territorial de 
los Distritos Electorales uninominales locales en que se divide el estado de Sinaloa y sus respectivas 
cabeceras distritales; asimismo, aprobar la creación e integración del CTD. 

TERCERO. Motivos para instruir a la JGE para que, a través de la DERFE, realice las actividades 
necesarias para presentar el proyecto de la nueva demarcación territorial de los Distritos Electorales 
uninominales locales en que se divide el estado de Sinaloa y sus respectivas cabeceras distritales. 

Con motivo de la reforma en materia política-electoral de 2014, el INE tiene la atribución de 
conformar y actualizar la geografía electoral, así como el diseño y determinación de los Distritos 
Electorales y división del territorio en secciones electorales en el ámbito local, acorde lo previsto en la 
CPEUM, la LGIPE, las constituciones estatales y las leyes electorales de las entidades federativas. 
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Derivado de lo anterior, el 13 de julio de 2015, este Consejo General aprobó, mediante Acuerdo 
INE/CG411/2015, la demarcación territorial de los Distritos Electorales uninominales locales en que 
se divide el estado de Sinaloa, a propuesta de la JGE, misma que aplicó a partir del PEL 2015-2016. 

Cabe destacar que dicha distritación local fue aprobada en cumplimiento de la instrucción que este 
Consejo General confirió a la JGE, mediante Acuerdo INE/CG48/2014, a fin de que iniciara los 
trabajos tendientes a formular los proyectos para la nueva demarcación territorial de la geografía 
electoral nacional, en términos de la LGIPE. 

Con posterioridad a la aprobación de los referidos Acuerdos, el 4 de mayo de 2017 se publicó en el 
Periódico Oficial del Estado de Sinaloa el Decreto 105, mediante el cual el Congreso de esa entidad 
determinó que el Poder Legislativo se integrará con 30 diputaciones, 18 de ellas electas por el 
sistema de mayoría relativa en Distritos Electorales uninominales, y las 12 diputaciones restantes de 
acuerdo con el principio de representación proporcional. 

Asimismo, dicho Decreto establece en su Artículo Transitorio primero que esta nueva integración del 
Congreso del Estado entrará en vigor el 1º de febrero de 2020, para ser aplicable al PEL 2020-2021. 

Con la entrada en vigor del Decreto, se determinó una disminución en el número de diputaciones de 
mayoría relativa respecto de la legislatura inmediata anterior, lo cual trae como consecuencia que el 
INE deba realizar una nueva distritación electoral local conforme a la nueva integración del Congreso 
del Estado de Sinaloa. 

Lo precedente deberá efectuarse antes de que inicie el PEL 2020-2021, a efecto de dar cumplimiento 
a la Jurisprudencia 52/2013, por la cual la Sala Superior del TEPJF sostuvo que la delimitación de la 
geografía electoral y su modificación deben realizarse en actos fuera del Proceso Electoral, en razón 
de que dicha actividad no solo está excluida en la regulación de la etapa de “preparación de la 
elección”, sino que además implica la realización de diversas actividades con un alto grado de 
dificultad técnica, mismas que no podrían cumplirse en el pleno desarrollo de un PEL. Asimismo, 
manifestó que los trabajos de distritación se deberán realizar entre dos procesos electorales 
ordinarios. 

Aunado a ello, es preciso señalar que de conformidad con los artículos 53, párrafo 1 de la CPEUM y 
214, párrafo 1 de la LGIPE, la distribución de los Distritos Electorales uninominales entre las 
entidades federativas se hará teniendo en cuenta el último Censo General de Población que publique 
el INEGI. 

Por tanto, considerando que el próximo Censo General de Población se levantará hasta el mes de 
marzo de 2020 y el Decreto 105 entrará en vigor el 1º de febrero de 2020, resulta materialmente 
imposible contar con los resultados de dicho ejercicio censal, por lo que, para los trabajos de la 
definición de los Distritos Electorales uninominales locales del estado de Sinaloa, este Consejo 
General determina que resulta aplicable que se utilicen los resultados del Censo de Población y 
Vivienda 2010, publicados por el INEGI en 2011,1 así como las estadísticas censales a escalas 
geoelectorales que el INE y el INEGI elaboraron con base en ese ejercicio censal.2 

Por otra parte, es oportuno resaltar que el Marco Geográfico Electoral constituye un elemento 
dinámico de actualización constante, como consecuencia de la integración de nuevos asentamientos 
humanos, la creación de nuevos municipios, la modificación de límites territoriales y el decremento o 
incremento del número de ciudadanas y ciudadanos en las secciones electorales. 

En ese contexto, es necesario contar con un Marco Geográfico Electoral actualizado que permita 
garantizar la correcta asignación de cada ciudadana y ciudadano a la sección electoral que 
corresponda a su domicilio. 

De esta manera, tomando en consideración la disminución del número de diputaciones que serán 
electas en el PEL 2020-2021 en el estado de Sinaloa, resulta oportuno contar con el insumo del 
catálogo de municipios y secciones que conforman el Marco Geográfico Electoral de dicha entidad 
federativa, para que con base en éste se formulen los escenarios de la nueva demarcación territorial 
de los Distritos Electorales locales. 

Por tanto, deviene necesaria la aprobación del catálogo de municipios y secciones que conforman el 
Marco Geográfico Electoral del estado de Sinaloa, a efecto de optimizar la combinación de las 

                                                 
1 https://www.inegi.org.mx/programas/ccpv/2010/. 
2 http://gaia.inegi.org.mx/geoelectoral/viewer.html. 
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variables demográficas, geográficas, políticas y aquellas relacionadas con la identidad cultural, con lo 
cual se lograría un alto grado de calidad, precisión y consistencia en los trabajos que se desarrollen 
para la distritación. 

Sobre este punto, este Consejo General, mediante Acuerdo INE/CG335/2015, aprobó el catálogo de 
municipios y secciones que conforman el Marco Geográfico Electoral del estado de Sinaloa, el cual 
considera las actualizaciones realizadas a los programas de reseccionamiento, integración seccional 
y afectaciones a límites municipales en esa entidad, respecto de las cuales no se ha aprobado 
modificación alguna hasta la fecha, por parte de este órgano superior de dirección. 

Por las razones expuestas, resulta conveniente que, en la realización de los trabajos para presentar 
el proyecto de la nueva demarcación territorial de los Distritos Electorales uninominales locales en 
que se divide el estado de Sinaloa y sus respectivas cabeceras distritales, se considere el catálogo 
de municipios y secciones que conforman el Marco Geográfico Electoral del estado de Sinaloa, 
aprobado por este Consejo General en el Acuerdo INE/CG335/2015, como insumo para la 
generación de los escenarios de distritación. 

Así también, es necesario tomar en cuenta que, de conformidad con la Jurisprudencia 37/2015 del 
TEPJF, el INE tiene la obligación de consultar a los pueblos y las comunidades indígenas mediante 
mecanismos eficaces que garanticen su conocimiento y, por conducto de sus instituciones 
representativas, cada vez que pretenda emitir medidas susceptibles de afectarles directamente, con 
el objeto de garantizar la vigencia de sus derechos y el desarrollo integral de sus pueblos y 
comunidades, sin que la opinión que al efecto se emita vincule a esta autoridad administrativa. 

En tal virtud, en el desarrollo de las actividades para la definición de la demarcación territorial de los 
Distritos Electorales uninominales locales en que se divide el estado de Sinaloa, el INE deberá 
asegurar la correcta consulta que se formulará a los pueblos y las comunidades indígenas, con la 
finalidad de que contribuyan en la conformación de los Distritos que cuentan con municipios de esta 
población, garantizando su integridad y unidad, con la intención de mejorar su participación política. 

En consecuencia, este órgano superior de dirección estima conveniente que los resultados de las 
consultas a los pueblos y las comunidades indígenas en materia de distritación que se deberán 
realizar en el estado de Sinaloa, sean considerados como insumos para la generación de los 
escenarios de distritación de la nueva demarcación territorial de los Distritos Electorales 
uninominales locales en que se divide esa entidad federativa y sus respectivas cabeceras distritales. 

Adicionalmente, en el desarrollo de los trabajos de distritación local que se instruye dar comienzo a la 
JGE, por conducto de la DERFE, se deberá aprobar el correspondiente Plan de Trabajo; en este 
sentido, se estima pertinente que, en la aprobación que realice en su momento ese órgano ejecutivo 
central, se determine: 

a) La utilización de los sistemas y las herramientas metodológicas disponibles, así como la consulta 
a los pueblos y las comunidades indígenas, que se aplicaron en ejercicios anteriores de 
distritación realizados por el INE; 

b) La construcción de los escenarios de distritación, que incorpore la formulación de observaciones 
de los partidos políticos y las autoridades indígenas representativas, así como su valoración 
técnica, y 

c) La rendición de cuentas, consistente en la presentación de avances y resultados de los trabajos 
del proyecto de distritación a la CNV, la CRFE y este Consejo General. 

Igualmente se estima pertinente que, en el Plan de Trabajo que en su momento apruebe la JGE, se 
consideren las siguientes etapas para la realización de las actividades relacionadas con el proyecto 
de distritación: 

NO. ETAPA PERIODO 

1 
Inicio, preparación y aprobación de los aspectos técnicos y 
normativos, así como la definición de la ruta de trabajo del 
proyecto de distritación. 

julio/agosto 2019 
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2 

Desarrollo operativo de la consulta a los pueblos y las 
comunidades indígenas en materia de distritación; la generación 
y publicación de escenarios de distritación; la entrega de 
observaciones de los partidos políticos y las autoridades 
indígenas representativas, así como las evaluaciones del CTD. 

septiembre/noviembre 
2019 

3 
Aprobación del proyecto de la nueva demarcación territorial de 
los Distritos uninominales electorales locales en que se divide el 
estado de Sinaloa y sus respectivas cabeceras distritales. 

noviembre/diciembre 
2019 

 

Con base en las consideraciones anteriormente expuestas, se estima conveniente que este Consejo 
General instruya a la JGE para que, a través de la DERFE, realice las actividades necesarias para 
presentar el proyecto de la nueva demarcación territorial de los Distritos Electorales uninominales 
locales en que se divide el estado de Sinaloa y sus respectivas cabeceras distritales. 

CUARTO. Motivos para aprobar la creación e integración del CTD. 

El proyecto para conformar la nueva demarcación territorial de los Distritos Electorales uninominales 

locales en que se divide el estado de Sinaloa tiene, entre otros fines, el fortalecimiento de la 

representación política de la ciudadanía y la garantía de que cada voto tenga el mismo valor. 

En ese tenor, las restricciones legales, la dinámica demográfica, la geografía y sus accidentes, la 

obligación de proteger la integridad territorial de los pueblos y las comunidades indígenas y los 

aspectos operativos e informáticos, son las variables que deben conjugarse para llevar a cabo los 

trabajos tendientes a la aprobación una nueva demarcación territorial. 

Por tales motivos, el INE requiere criterios claros, así como objetivos y modelos matemáticos que 

optimicen la combinación de las variables demográficas, geográficas, políticas y aquellas 

relacionadas con la identidad cultural y, con ello, lograr un alto grado de calidad, precisión y 

consistencia en los trabajos que se desarrollen para la nueva distritación local del estado de Sinaloa. 

En ese contexto, debe tomarse en cuenta que los trabajos para conformar una nueva demarcación 

territorial representan un gran reto en la construcción de la geografía electoral, toda vez que requiere 

de grandes esfuerzos humanos, técnicos y científicos para el desarrollo de sus actividades. 

De esta manera, deviene necesario integrar un órgano técnico con personas expertas en las 

disciplinas científicas requeridas, con la finalidad de que analice, evalúe y supervise cada una de las 

etapas tendientes a la generación del nuevo proyecto de distritación local del estado de Sinaloa que, 

en su caso, este Consejo General apruebe, a fin de garantizar la objetividad, imparcialidad y 

confiabilidad de la nueva geografía electoral que será la base de los próximos PEL en esa entidad. 

En esos términos, la creación del CTD tendrá entre sus objetivos, los que se exponen a continuación: 

a) Consolidar la confianza en torno al proyecto de distritación local con base en los análisis, 

evaluaciones y sugerencias de mejora, por especialistas reconocidos en la materia; 

b) Asesorar a la DERFE y a la CNV en las actividades relacionadas con la elaboración de los 

estudios que permitan la construcción de la nueva demarcación territorial de los Distritos 

Electorales uninominales locales en que se divide el estado de Sinaloa; 

c) Evaluar la calidad técnica de los productos que permitirán construir la distritación local, tales 

como: 

I. Los criterios para redistritar; 

II. El modelo de la distritación; 

III. El sistema de cómputo que generará los Distritos; 

IV. Los escenarios propuestos por la DERFE, y 
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V. Las observaciones a los escenarios de distritación por parte de las representaciones de los 

partidos políticos acreditadas ante la CNV, la Comisión Local de Vigilancia y el OPL de la 

entidad. 

Derivado de ello, resulta necesario que el CTD se integre por personas expertas en disciplinas 

científicas relevantes para el estudio y evaluación de los trabajos de distritación; por lo que el perfil 

genérico e ideal de sus integrantes corresponde a personas expertas técnico-científicas altamente 

calificadas y experimentadas para cumplir con el desempeño de las atribuciones que este Consejo 

General les confiera, en la realización de los estudios para evaluar el desarrollo de los trabajos sobre 

la nueva distribución territorial de los Distritos Electorales uninominales locales en que se divide el 

estado de Sinaloa. 

Esa encomienda implica que el CTD analice las propuestas de criterios de redistritación, emita 

opiniones técnicas sobre los escenarios que en su momento proponga la JGE, y evalúe el 

funcionamiento del sistema informático que desarrolle el INE para la construcción de escenarios de 

distritación, entre otras atribuciones. 

En tal caso, las personas que integren el CTD deberán contar con amplios conocimientos y 
experiencia en una o más de las siguientes áreas: materia electoral, matemáticas, demografía, 
estadística y geografía. 

Esa conjunción virtuosa se explica en función de los siguientes aspectos: 

a) La experiencia en materia electoral otorga los conocimientos necesarios, particularmente, sobre 
geografía electoral; 

b) La especialización en matemáticas y estadística provee de propuestas de mejora respecto de los 
elementos del modelo de distritación: componentes, función de costo, métodos heurísticos de 
optimización combinatoria, así como del funcionamiento del sistema informático, y 

c) La experiencia en demografía y geografía permite abordar la composición, el crecimiento y el 
comportamiento de la población mexicana, a fin de identificar los elementos poblacionales para 
conformar los Distritos Electorales. 

La combinación de estas disciplinas y las tareas específicas que se desprenden de cada una de ellas 
se estiman ideales para la consecución de los fines del CTD. 

A partir de la definición de los perfiles y las razones por las que su interacción garantiza un trabajo 
apropiado en materia de análisis, evaluación y supervisión de cada una de las etapas tendientes a la 
generación de los trabajos de demarcación territorial de los Distritos Electorales locales en que se 
divide el estado de Sinaloa, se considera que los requisitos idóneos que deban cumplir las personas 
que integren el CTD, sean los siguientes: 

a) Ser ciudadanas o ciudadanos mexicanos en pleno goce de sus derechos civiles y políticos; 

b) No desempeñar o haber desempeñado algún cargo de elección popular durante los tres años 
anteriores a su designación; 

c) Contar con reconocida capacidad en algunas de las disciplinas científicas relevantes para los 
estudios que se les designe realizar, y 

d) No ser ni haber sido miembros de dirigencias nacionales, estatales o municipales de partido 
político alguno en los últimos tres años. 

En virtud de lo anterior, se elaboró el Dictamen para evaluar el perfil de las personas que integrarán 
el CTD, con la finalidad de determinar que reúnan los requisitos descritos y cuenten con los 
conocimientos y aptitudes para integrar dicho órgano colegiado, el cual se encuentra contenido, junto 
con las respectivas síntesis curriculares, en el Anexo que forma parte integral del presente Acuerdo. 

El Dictamen contempla el análisis y evaluación a partir de la revisión efectuada a la documentación e 
información comprobatoria que obra en el expediente personal y la valoración curricular de las 
personas para integrarse al CTD, en aspectos relativos a la escolaridad y formación profesional; 
experiencia laboral; experiencia docente; líneas de investigación; publicaciones y ponencias; 
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experiencia en materia electoral; experiencia en materia del Comité, y participación en órganos 
similares. 

Al respecto, se desprende que la y los candidatos para integrar el CTD están especializados en las 
disciplinas relativas a la demografía, matemáticas, actuaría, geografía y procesos electorales, 
particularmente en el rubro de distritación electoral. 

Como resultado de la experiencia y los conocimientos técnico-científicos, dicha integración garantiza 
la participación de personas expertas altamente calificadas y experimentadas para cumplir con los 
objetivos del CTD. 

La experiencia y alta calificación se robustece a partir de las múltiples publicaciones, ponencias y 
aporte docente de sus integrantes, además de su sólida trayectoria laboral en rubros de demografía, 
estadística, geografía, ciencias geoinformáticas, actuaría y procesos electorales. 

Por tanto, la integración del CTD respeta los requisitos formales antes descritos, en virtud de que se 
trata de personas ciudadanas mexicanas en pleno goce de sus derechos civiles y políticos; que no 
desempeñan ni han desempeñado cargo de elección popular durante los últimos tres años; que no 
son ni han sido miembros de dirigencias nacionales, estatales o municipales de partido político 
alguno en los últimos tres años, y cuentan con reconocida capacidad en las disciplinas científicas 
relevantes para los estudios que se les designe realizar. 

Igualmente, el CTD contará con un Secretario Técnico, el cual se considera apropiado que sea el 
Director Ejecutivo del Registro Federal de Electores, a efecto de que funja como enlace entre la JGE, 
la CRFE, la CNV, así como la y los integrantes del citado Comité Técnico. 

De la misma forma, en el uso de las facultades que la propia LGIPE confiere a la CNV, ésta 
participará en el desarrollo de los trabajos tendientes a conformar la nueva demarcación territorial. 

Asimismo, la y los integrantes del CTD podrán contar con personal de apoyo que los auxilie en el 
desempeño de sus actividades, particularmente en materia informática, matemática y estadística 
para la evaluación del funcionamiento del sistema para la construcción de escenarios de distritación, 
a fin de dar cumplimiento a las atribuciones conferidas por este Consejo General, por lo que resulta 
necesario se disponga de los recursos y elementos necesarios para su funcionamiento, considerando 
la disponibilidad presupuestal del INE. Lo anterior no significa que dicho personal sustituya las 
atribuciones y tareas del propio Comité Técnico. 

A su vez, resulta oportuno que el CTD quede instalado a partir del 1º de julio de 2019, y concluya sus 
funciones una vez que haya rendido su Informe ante el Consejo General sobre los trabajos de la 
nueva demarcación territorial de los Distritos Electorales uninominales locales en que se divide el 
estado de Sinaloa y sus respectivas cabeceras distritales que, en su caso, apruebe este Consejo 
General. 

Para tal efecto, deviene necesario que el INE, a través de la Dirección Ejecutiva de Administración, 
proporcione al CTD, de acuerdo con la disponibilidad presupuestaria, todos los elementos técnicos, 
humanos, materiales, presupuestales y de cualquier otra índole que requieran para el adecuado 
desempeño de sus funciones. 

Finalmente, es de precisar que los productos de los trabajos derivados del cumplimiento del presente 
Acuerdo son, en su totalidad, propiedad del INE; por ello, la y los integrantes del CTD, en caso de 
utilizar esa información con fines académicos, científicos y/o de divulgación, deberán citar como 
fuente a este Instituto. 

En virtud de lo expuesto en las consideraciones anteriores, resulta conveniente que este Consejo 
General apruebe la creación e integración del CTD. 

De ser el caso que este Consejo General apruebe el presente Acuerdo y a fin de dar cumplimiento a lo 
dispuesto por los artículos 43; 45, párrafo 1, inciso o), y 46, párrafo 1, inciso k) de la LGIPE, se considera 
conveniente instruir al Secretario Ejecutivo, a efecto de que provea lo necesario para que el presente Acuerdo 
sea publicado en la Gaceta Electoral y en el Diario Oficial de la Federación. 

En razón de lo expuesto en las consideraciones de hecho y de derecho, este Consejo General en ejercicio 
de sus facultades emite los siguientes: 

ACUERDOS 
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PRIMERO. Se instruye a la Junta General Ejecutiva para que, a través de la Dirección Ejecutiva del 
Registro Federal de Electores, realice las actividades necesarias para presentar el proyecto de la nueva 
demarcación territorial de los Distritos Electorales uninominales locales en que se divide el estado de Sinaloa 
y sus respectivas cabeceras distritales, en las que deberá considerar los siguientes insumos para la 
generación de los escenarios de distritación: 

1. Los resultados del Censo de Población y Vivienda 2010, publicados por el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía, así como las estadísticas censales a escalas geoelectorales que se 
elaboraron con base en ese censo, en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 53, párrafo 1 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 214, párrafo 1 de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales. 

2. El catálogo de municipios y secciones que conforman el Marco Geográfico Electoral del estado de 
Sinaloa, aprobado en el Acuerdo INE/CG335/2015. 

3. Los resultados de las consultas a los pueblos y las comunidades indígenas en materia de distritación, 
que se deberán realizar en el estado de Sinaloa. 

SEGUNDO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores que, en la elaboración 
del Plan de Trabajo que en su momento apruebe la Junta General Ejecutiva, determine los aspectos relativos 
a la utilización de los sistemas y las herramientas metodológicas disponibles, así como la consulta a los 
pueblos y las comunidades indígenas, que se aplicaron en ejercicios anteriores de distritación realizados por 
este Instituto; la construcción de los escenarios de distritación, que incorpore la formulación de observaciones 
de los partidos políticos y las autoridades indígenas representativas, así como su valoración técnica, y la 
rendición de cuentas sobre los avances y los resultados del proyecto de distritación. Asimismo, deberá 
considerar los siguientes periodos para la realización de las actividades relacionadas con el proyecto de 
distritación local del estado de Sinaloa: 

a) Las actividades de inicio, preparación y aprobación de los aspectos técnicos y normativos, así como 
la definición de la ruta de trabajo del proyecto de distritación, en los meses de julio y agosto de 
2019; 

b) El desarrollo operativo de la consulta a los pueblos y las comunidades indígenas en materia de 
distritación; la generación y publicación de los escenarios de distritación; la entrega de observaciones 
de los partidos políticos y las autoridades indígenas representativas, así como las evaluaciones del 
Comité Técnico, de septiembre a noviembre de 2019, y 

c) La aprobación del proyecto de la nueva demarcación territorial de los Distritos Electorales 
uninominales locales en que se divide el estado de Sinaloa y sus respectivas cabeceras distritales, 
de noviembre a diciembre de 2019. 

TERCERO. Se aprueba la creación del Comité Técnico para el seguimiento y evaluación de los trabajos 
de Distritación Local del Estado de Sinaloa (CTD), y se designa como sus integrantes a la siguiente ciudadana 
y los siguientes ciudadanos, cuya Síntesis Curricular y Dictamen de cumplimiento de requisitos se encuentra 
en el Anexo que forma parte integral del presente Acuerdo: 

1. C. Juan Manuel Herrero Álvarez. 

2. C. Celia Palacios Mora. 

3. C. Rodrigo Alfonso Morales Manzanares. 

El Director Ejecutivo del Registro Federal de Electores fungirá como Secretario Técnico del CTD. 

CUARTO. Se aprueba que el CTD quede instalado a partir del 1º de julio de 2019 y concluya sus 
funciones una vez que haya rendido su Informe ante el Consejo General sobre los trabajos de la nueva 
demarcación territorial de los Distritos Electorales uninominales locales en que se divide el estado de Sinaloa 
y sus respectivas cabeceras distritales. 

QUINTO. Se aprueban las siguientes funciones del CTD: 

a) Asesorar y dar seguimiento al desarrollo de las actividades relacionadas con los procesos de 
distritación local en el estado de Sinaloa; 

b) Emitir opiniones técnicas y valoraciones respecto a casos particulares que le sean planteados 
durante el proceso de distritación; 
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c) Analizar la propuesta de criterios de redistritación que será sometida a la consideración de este 
Consejo General; 

d) Emitir la opinión técnica sobre los escenarios de distribución territorial que proponga la Junta General 
Ejecutiva, a través de la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores; 

e) Evaluar el funcionamiento del sistema informático que se desarrolle para la construcción de 
escenarios; 

f) Asesorar, en las materias de su especialidad, a las y los integrantes de este Consejo General, la 
Comisión del Registro Federal de Electores, la Junta General Ejecutiva y la Comisión Nacional de 
Vigilancia; 

g) Rendir a este Consejo General, a través de la Secretaría Ejecutiva del Instituto, un informe final 
respecto de la distritación local realizada en el estado de Sinaloa; 

h) Rendir a la Comisión del Registro Federal de Electores los informes que se precisen en el Plan de 
Trabajo que aprobará la Junta General Ejecutiva, para efectuar los trabajos de distritación local en el 
estado de Sinaloa. La Comisión Nacional de Vigilancia conocerá y podrá opinar sobre dichos 
informes; 

i) Realizar los trabajos que expresamente le solicite la Comisión del Registro Federal de Electores y la 
Junta General Ejecutiva, por conducto de sus respectivos Presidentes; 

j) Acudir a las sesiones y reuniones de trabajo para el seguimiento de sus labores, a las que convoque 
el Secretario Técnico del CTD; 

k) Mantener reuniones y comunicaciones periódicas con las y los integrantes del Consejo General y de 
la Comisión Nacional de Vigilancia, con el objeto de dar seguimiento al desarrollo de sus labores; 

l) Adoptar por consenso las conclusiones de la evaluación de los trabajos de redistritación y rendir el 
informe correspondiente a este Consejo General, y 

m) Las demás que le confiera este Consejo General. 

SEXTO. Se aprueban las siguientes disposiciones complementarias para el desempeño de las actividades 
del CTD: 

a) La y los integrantes del CTD podrán contar con personal de apoyo que los auxilie en el desempeño 
de sus actividades; 

b) La y los integrantes del Comité, el Secretario Técnico y el personal de apoyo que integran el CTD, 
así como las y los funcionarios de este Instituto, deberán observar las disposiciones previstas en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales para el adecuado funcionamiento de ese órgano técnico, y 

c) Los productos del trabajo derivados del cumplimiento del presente Acuerdo son, en su totalidad, 
propiedad de este Instituto. Por ello, la y los integrantes del CTD, en caso de utilizar esa información 
con fines académicos, científicos y/o de divulgación, deberán citar como fuente al Instituto Nacional 
Electoral. 

SÉPTIMO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva de Administración proporcione al CTD, de acuerdo a la 
disponibilidad presupuestaria, todos los elementos técnicos, humanos, materiales, presupuestales y de 
cualquier otra índole que requieran para el adecuado desempeño de sus funciones. 

OCTAVO. Se instruye a la Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos Locales haga del 
conocimiento del Organismo Público Local del Estado de Sinaloa lo aprobado en el presente Acuerdo. 

NOVENO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores haga del conocimiento de 
la Comisión Nacional de Vigilancia lo aprobado por este órgano superior de dirección. 

DÉCIMO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su aprobación. 

DÉCIMO PRIMERO. Publíquese el presente Acuerdo en la Gaceta Electoral y en el Diario Oficial de la 
Federación. 

El presente Acuerdo fue aprobado en lo general en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 
25 de junio de 2019, por votación unánime de los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade 
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González, Maestro Marco Antonio Baños Martínez, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Doctor Ciro 
Murayama Rendón, Doctor Benito Nacif Hernández, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime 
Rivera Velázquez, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles, 
Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

Se aprobaron en lo particular los Puntos de Acuerdo Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto y Séptimo, en los 
términos del Proyecto de Acuerdo originalmente circulado, por diez votos a favor de los Consejeros 
Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro Marco Antonio Baños Martínez, Doctora Adriana 
Margarita Favela Herrera, Doctor Ciro Murayama Rendón, Doctor Benito Nacif Hernández, Maestra Dania 
Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y 
Valles, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello, y 
un voto en contra del Consejero Electoral, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 

Página INE: 

https://www.ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-25-junio-2019/ 

Página DOF 

www.dof.gob.mx/2019/INE/CGex201906_25_ap_8.pdf 

________________________ 

ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral, por el que se da respuesta a la consulta 
formulada por la organización Verdadera Alternativa para Mejorar y Organizar a la Sociedad A.C., respecto a la 
procedencia del cambio de denominación preliminar con que se ostentaría como partido político nacional. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG283/2019. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL, POR EL QUE SE DA 

RESPUESTA A LA CONSULTA FORMULADA POR LA ORGANIZACIÓN “VERDADERA ALTERNATIVA PARA 

MEJORAR Y ORGANIZAR A LA SOCIEDAD A. C.”, RESPECTO A LA PROCEDENCIA DEL CAMBIO DE 

DENOMINACIÓN PRELIMINAR CON QUE SE OSTENTARÍA COMO PARTIDO POLÍTICO NACIONAL 

ANTECEDENTES 

I. El diecinueve de diciembre de dos mil dieciocho, se aprobó el Acuerdo del Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral (en adelante INE), por el que se expide el Instructivo que deberán 
observar las organizaciones interesadas en constituir un Partido Político Nacional, así como diversas 
disposiciones relativas a la revisión de los requisitos que se deben cumplir para dicho fin (en adelante 
el Instructivo), identificado como INE/CG1478/2018, mismo que fue publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el día veintiuno siguiente. 

II. El siete de enero de dos mil diecinueve, la organización denominada “Verdadera Alternativa  para 
Mejorar y Organizar a la Sociedad, A.C.”, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales  7 a 10 
del Instructivo, notificó al INE su intención de constituirse como Partido Político Nacional  (en 
adelante PPN). 

III. A través del oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/0383/2019 de seis de febrero de dos mil diecinueve,  la 
Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos (en adelante DEPPP) notificó a la 
organización “Verdadera Alternativa para Mejorar y Organizar a la Sociedad, A.C.” que fue aceptada 
la notificación de intención de constituirse como PPN, por lo que podría continuar con el 
procedimiento, para lo cual debía cumplir los requisitos y observar lo señalado en la Ley General de 
Partidos Políticos (en adelante LGPP) y en el Instructivo. 

IV. El quince de mayo de dos mil diecinueve, la C. Martha Laura Herrera Ramírez, en su carácter de 
Representante Legal de la organización “Verdadera Alternativa para Mejorar y Organizar a la 
Sociedad, A.C.”, formuló una consulta al titular de la DEPPP, respecto a las consecuencias en caso 
de que una organización, en el proceso de constitución de Partidos Políticos Nacionales 2019-2020, 
decida cambiar la denominación preliminar con la que se ostentaría, de obtener su registro. 

CONSIDERACIONES 
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Atribuciones y facultades del Instituto Nacional Electoral 

1. De conformidad con los artículos 41, Base V, Apartado A, párrafo primero de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante CPEUM); 29, párrafo 1, 30, párrafo 2, 31, párrafo 1, y 
35 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (en adelante LGIPE), la 
organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través de un organismo 
público autónomo denominado INE, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio. En el 
ejercicio de esa función estatal, la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima 
publicidad y objetividad son principios rectores. 

 Como autoridad en la materia electoral, el INE es independiente en sus decisiones y funcionamiento 
y profesional en su desempeño y el Consejo General es el órgano superior de dirección, responsable 
de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales. 

2. Ahora bien, el numeral 124 del Instructivo señala que la Comisión de Prerrogativas y Partidos 
Políticos será la encargada de desahogar las consultas que con motivo del Instructivo se presenten 
ante el Instituto y las contestaciones a las mismas serán publicadas en la página electrónica del 
mismo; es decir, dicha Comisión tiene atribuciones para atender exclusivamente las consultas que se 
relacionen con la manera en que deben interpretarse y/o aplicarse las disposiciones del Instructivo 
aprobado por este Consejo General. 

3. Sin embargo, tratándose de consultas sobre temas que exorbita lo regulado en el Instructivo, la Sala 
Superior del Tribunal Federal del Poder Judicial de la Federación (en adelante TEPJF), al resolver  el 
expediente SUP-JDC-69/2019 el veinticuatro de abril de dos mil diecinueve, ha señalado que el 
órgano competente para dar respuesta a las consultas relativas al registro de los PPN, es el Consejo 
General del INE, de conformidad con el artículo 44, párrafo 1, inciso jj) en relación con el m)  de la 
LGIPE. 

Consulta de “Verdadera Alternativa para Mejorar y Organizar a la Sociedad, A.C.” 

4. Como se señaló en el Antecedente IV de este Acuerdo, la consulta formulada por la organización 
“Verdadera Alternativa para Mejorar y Organizar a la Sociedad, A.C.” es la siguiente: 

“(…) me permito solicitarle que sea el amable conducto para hacer llegar a la Comisión 
de Prerrogativas y Partidos Políticos la siguiente consulta: 

1. Si una organización de ciudadanos que busque constituirse como Partido Político 
Nacional decide cambiar la denominación que, en su caso, habrá de ostentar  como 
Partido Político Nacional, ¿se interrumpe el proceso de constitución como  partido 
político? 

2. En el mismo caso, ¿las asambleas distritales o estatales que hubiere realizado la 
organización seguirán gozando de validez? 

3. En el mismo caso, ¿las afiliaciones de ciudadanos, ya sea verificadas en una 
asamblea o mediante la aplicación móvil, seguirán gozando de validez? 

4. En el mismo caso, ¿de qué forma debe notificarse esta circunstancia al INE, así 
como qué documentos deben acompañarse y en qué plazos? 

5. En el mismo caso, ¿existe alguna obligación adicional a cargo de la organización 
que deba cumplir ante las autoridades electorales o ante los ciudadanos que hubieren 
afiliado a la misma? 

6. En cuanto a la denominación que, en su caso, ostentaría la organización que 
represento, ¿puede ser la de un partido político local sobre la cual ya existe una 
declaración de liquidación, como lo es Vía Radical? 

Así, solicito que esta consulta sea respondida a la mayor brevedad posible, por 
encontrarse la organización que represento ante diversas decisiones por tomar de gran 
trascendencia para su vida interna. 

Igualmente, solicito de forma respetuosa que se me expida copia certificada de cada 
una de las consultas que haya desahogado la Comisión, con sus respectivas 
respuestas. Esto con el fin de contar con todos los elementos jurídicos y técnicos 
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necesarios para realizar los actos tendentes a la obtención del registro como Partido 
Político Nacional...”. [sic] 

 Como se puede apreciar, las pretensiones de la peticionaria respecto de las cuales este Consejo 
General debe dar respuesta son las siguientes: 

a) Si una organización, en el proceso de constitución de PPN 2019-2020, decide cambiar la 
denominación preliminar con la que se ostentaría, de obtener su registro como PPN, el proceso se 
interrumpiría; las asambleas ya celebradas, así como las afiliaciones recabadas serán válidas;  de 
qué forma debe notificarse al INE, qué documentos deben anexarse y en qué plazos; y qué acciones 
u obligaciones deberá cumplir dicha organización ante las y los ciudadanos afiliados y la autoridad 
electoral. 

b) Y, la organización en comento podría utilizar la denominación de un partido político local que ya 
perdió el registro. 

5. Respuesta a la consulta de “Verdadera Alternativa para Mejorar y Organizar a la  Sociedad, 
A.C.” 

 Como se observa, la consulta de la peticionaria deriva de lo establecido en los numerales 9, párrafo 
2, inciso d) y 91, párrafo 1, inciso a), ambos del Instructivo. 

 Ahora bien, conforme a lo establecido por el artículo 35, fracción III de la CPEUM, son derechos de la 
ciudadanía asociarse individual y libremente para tomar parte en forma pacífica de los asuntos 
políticos del país. El artículo 41, párrafo cuarto del mismo ordenamiento, confiere a la ciudadanía la 
posibilidad de formar partidos políticos, siempre y cuando se afilien libre e individualmente a ellos, 
quedando prohibida la intervención de organizaciones gremiales o con objeto social diferente en la 
creación de partidos políticos y cualquier forma de afiliación corporativa. Este mismo precepto 
constitucional estipula que la creación de partidos políticos se debe realizar conforme con las normas 
y requisitos que la ley determine para su registro legal. 

 Los artículos 7, párrafo 1, inciso a), 10, 11 y 12 de la LGPP, en relación con el 32, párrafo 1,  inciso 
b), fracción I de la LGIPE otorgan al INE las atribuciones para el registro de partidos  políticos y 
establecen los requisitos que deben observar las organizaciones interesadas en constituirse como 
PPN. 

 En armonía con la citada normativa, el INE a través del Acuerdo INE/CG1478/2018 emitió el 
Instructivo que deberá observarse para llevar a cabo el registro de nuevos partidos políticos, el cual 
fue impugnado y la Sala Superior del TEPJF lo confirmó en la sesión de fecha veintisiete de febrero 
del año en curso, en la sentencia identificada con la clave SUP-JDC-5/2019 y acumulado, por lo que 
dicho instrumento se encuentra firme, así como los procedimientos contemplados en él. 

 En ese sentido, el numeral 9, párrafo 2, inciso d) del Instructivo establece que la organización 
interesada en constituirse como PPN, en la notificación de intención, deberá señalar a este Instituto 
la denominación preliminar del partido político a constituirse, así como la descripción del emblema 
y el color o los colores que lo caractericen y diferencien de otros partidos políticos. 

 Por su parte, en numeral 91, párrafo 1, inciso a) del mismo ordenamiento, especifica que, en los 
formatos de manifestación para afiliados en el resto del país mediante régimen de excepción, deberá 
plasmarse la denominación preliminar del partido político en formación. 

 De la misma forma, una vez que la organización realiza el registro de un Auxiliar para recabar las 
afiliaciones a través de la aplicación móvil, conforme al numeral 60 del Instructivo, éste recibe de 
manera inmediata en su cuenta un correo electrónico la confirmación de su registro de alta y la 
información correspondiente para el acceso a la aplicación móvil, y ahí se refiere la denominación 
preliminar del partido político a constituirse. 

 Igualmente, para la ciudadanía que hace su manifestación formal de afiliación a través de la 
aplicación móvil a determinada organización, en la pantalla inicial y final que se les presentan, 
aparece la denominación preliminar del partido político a constituirse. Y ocurre lo mismo en el 
Portal web, correspondiente al Sistema de Captación de Datos para Procesos de Participación 
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Ciudadana y Actores Políticos mediante la aplicación móvil de Apoyo Ciudadano, en el que se 
visualizará la denominación preliminar como PPN en proceso de constitución.1 

 Por su parte, la Sala Superior del TEPJF, al resolver el expediente SUP-JDC-79/2019 el quince  de 
mayo de dos mil diecinueve, señaló lo siguiente, relacionado con el tema de la consulta  que se 
atiende: 

“… 

4.4.2.1. Marco jurídico aplicable al presente caso 

(…) 

 Dimensión positiva y negativa del derecho de asociación 

(…) 

 Libertad de asociación política y de afiliación partidista 

(…) 

Esta Sala Superior ha establecido que el derecho de afiliación es un derecho 
fundamental con un contenido normativo más específico que el derecho de 
asociación en materia política, ya que se refiere expresamente a la prerrogativa 
de los ciudadanos mexicanos para asociarse libre e individualmente a los 
partidos políticos y a las agrupaciones políticas. 

Como se explicará posteriormente, para concretizar el derecho de asociación en 
materia política es necesario que las asociaciones que se pretendan constituir 
como partido político establezcan una denominación para el proceso de 
constitución y eventual registro. 

(…) 

Además, el derecho de afiliación comprende no sólo la potestad de formar parte de los 
partidos políticos y de las agrupaciones políticas, sino también la prerrogativa de 
pertenecer a éstos con todos los derechos inherentes; en particular, el derecho 
fundamental de afiliación político-electoral consagrado constitucionalmente 
faculta a su titular para afiliarse o no libremente a un determinado partido 
político, conservar o ratificar su afiliación o, incluso, desafiliarse. 

 Restricciones a los derechos de asociación política y afiliación y su limitación por 
parte de otros particulares 

Los derechos de asociación en materia política y de afiliación no son absolutos e 
ilimitados. El artículo 16 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el 
artículo 22 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos establecen que el 
ejercicio del derecho de asociación (incluyendo la asociación en materia política y el 
derecho de afiliación) sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la 
ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad 
nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la 
moral públicas o los derechos y libertades de los demás. 

(…) 

De una interpretación armónica de lo dispuesto por los artículos 9, 35, fracción III, y 41, 
fracción I, de la Constitución General, se concluye que la libertad de asociación, 
tratándose de partidos políticos y agrupaciones políticas, está sujeta a lo que 
disponga la ley ordinaria, esto es, corresponde al legislador, ya sea federal o local, 
establecer la forma en que se organizarán los ciudadanos en materia política, conforme 
a criterios de proporcionalidad o razonabilidad que permitan el pleno ejercicio de ese 
derecho fundamental, así como el cumplimiento de los fines que persiguen los partidos 
políticos. 

                                                 
1 El resaltado es propio. 
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Del mismo modo, el ejercicio de la libertad de afiliación está sujeto a una condicionante 
consistente en que sólo los ciudadanos mexicanos podrán afiliarse libre e 
individualmente a los partidos políticos. 

Igualmente, si el ejercicio de la libertad de afiliación se realiza a través de los institutos 
políticos, debe cumplirse con las formas específicas reguladas por el legislador 
para permitir su intervención en el Proceso Electoral. 

(…) 

En este sentido, los es, como las asociaciones u organizaciones que quieran 
constituirse en un partido político tienen el deber constitucional de respetar y 
garantizar los derechos fundamentales de las personas, como lo son los 
derechos político-electorales, incluyendo su derecho de asociación. 

 La garantía del derecho de asociación política y de afiliación en el presente caso 

(…) 

Como se observará, el INE, en el ámbito de su competencia, tiene la obligación de 
prevenir diligentemente que las organizaciones que pretendan constituirse como 
partidos políticos no confundan a la ciudadanía o la induzcan al error a efecto de 
que se asocien a éstas y, por consiguiente, se afecte el ejercicio de sus derechos 
político-electorales. Asimismo, tiene la obligación de evitar el riesgo de que se 
materialice de inmediato la violación a los derechos de asociación y afiliación de esos 
grupos determinados de ciudadanos, de conformidad con las obligaciones impuestas a 
todas las autoridades en el artículo 1º de la Constitución General. 

ii. Derecho al nombre, a una buena reputación y a la propia imagen de las personas 
jurídicas (principio de identidad) 

 Derechos fundamentales de las personas jurídicas o morales 

(…) 

 Derecho al nombre, a la propia imagen y a una buena reputación de las personas 
jurídicas (principio de identidad) 

El derecho fundamental al nombre de las personas físicas está protegido por el artículo 
18 de la Convención Americana, el derecho a la propia imagen por el artículo 1º 
constitucional como derivación del derecho a la intimidad, y el derecho a la buena 
reputación por los artículos 11 de la Convención Americana y el artículo 17 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

Asimismo, los derechos al nombre, a la buena reputación y a la propia imagen de las 
personas jurídicas también gozan de protección constitucional, como lo ha reconocido 
la Primera Sala de la SCJN. 

Si bien dichos derechos no deben conceptuarse como derechos fundamentales 
personalísimos relacionados con el derecho a la intimidad o el principio de dignidad 
como sucede con las personas físicas, sí encuentran protección constitucional al 
ser las personas jurídicas o morales creadas por personas físicas para la 
consecución de fines determinados que de otra forma no se podrían alcanzar, y 
constituir un instrumento al servicio de los intereses de las personas que las crearon. 

(…) 

Conforme al contenido de dichos derechos, en un contexto político-electoral, estaría 
prohibido a las personas físicas o jurídicas utilizar o combinar los signos distintivos 
o elementos operativos de otras –lo que puede incluir a sus denominaciones o 
razones sociales–, que permitan identificar, en grado de confusión, actividades iguales 
o similares, de manera que su uso cause o induzca a sus destinatarios 
(consumidores, usuarios, simpatizantes o afiliados) a error o engaño por hacer 
creer o suponer la existencia de una relación entre las sociedades, asociaciones u 
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organizaciones involucradas, lo cual, evidentemente, puede repercutir en su buena 
reputación o propia imagen. 

 Prohibición a las personas físicas y jurídicas de posicionarse en el ámbito 
político-electoral a través del nombre, propia imagen y reputación de otras personas 
(branding político-electoral) 

En materia político-electoral, la garantía de los derechos antes referidos se traduce en 
la prohibición de que los partidos políticos, agrupaciones políticas y, como se mostrará, 
organizaciones que pretendan constituirse como tales, utilicen la denominación o 
razón social, signos distintivos o elementos operativos de otras personas 
jurídicas, sobre todo cuando estas últimas desarrollan actividades relacionadas con la 
protección de derechos político-electorales, que permitan identificar, en grado de 
confusión, a los partidos políticos, agrupaciones políticas u organizaciones que 
pretendan constituirse como tales y, por lo tanto, afectarse los derechos al nombre, 
propia imagen y reputación de esas personas jurídicas. 

(…). 

En este orden de ideas, el nombre o la denominación con la que se identifica a una 
persona moral o jurídica, al igual que el nombre en las personas físicas, tiene como 
primera función la de establecer su identidad, mediante elementos distintivos respecto 
de las demás personas, a fin de evitar confusiones; y esto contribuye a la seguridad de 
toda clase de relaciones en que se ven involucradas: las de carácter jurídico en todas 
sus manifestaciones; las de índole social, y las vinculaciones económicas, pues lo 
realizado u omitido por un individuo o entidad en cualquiera de esos ámbitos, repercute 
invariablemente en las personas a través de su nombre o denominación. 

Las asociaciones de carácter político no constituyen una excepción en ese 
aspecto, por lo cual la calificación positiva o negativa de sus actitudes, de sus 
actividades u omisiones, se verá unida siempre al nombre o denominación 
adoptada. 

iii) La facultad del INE para prevenir y evitar violaciones a derechos fundamentales 
en el procedimiento de constitución de nuevos Partidos Políticos Nacionales 

 Etapas del procedimiento de constitución de nuevos Partidos Políticos 
Nacionales 

(…). 

o Etapa preliminar 

(…) 

Entre los requisitos que la organización debe presentar en esta etapa, se 
encuentra la relativa a la denominación preliminar del partido político a 
constituirse, así como la descripción del emblema y colores que lo caractericen y 
diferencien de otros partidos políticos. 

Como lo ha sostenido la Sala Superior, el derecho de asociación política incluye el 
derecho constitucional de que una asociación que pretenda constituirse como partido 
político cuente con identidad propia y, como observaremos, a contar con una 
identidad diversa a la de otros partidos políticos, agrupaciones políticas e, 
incluso, otras personas jurídicas cuyo objeto social implique el desarrollo o el 
ejercicio de derechos políticos-electorales bajo ciertas condiciones. 

Por otra parte, cabe señalar que en el caso de las organizaciones que pretendan 
constituirse en una Agrupación Política Nacional, para obtener su registro, deben 
acreditar ante el INE, entre otras cuestiones, que cuentan con una denominación 
distinta a cualquier otra agrupación o partido político; supuesto que se no se 
encuentra regulado expresamente para la constitución de Partidos Políticos 
Nacionales. 
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Sin embargo, dado que el artículo 25, inciso d) de la Ley de Partidos establece como 
obligación para los partidos políticos la de ostentarse bajo la denominación, 
emblema y colores que tengan registrados ante la autoridad, los cuales no 
podrán ser iguales o semejantes a los partidos ya existentes, dicha disposición 
obliga al INE a realizar un análisis de la procedencia de la denominación, emblema y 
colores durante el procedimiento de constitución de los Partidos Políticos Nacionales al 
igual que de las agrupaciones políticas nacionales. 

Lo anterior, no implica que la autoridad administrativa nacional electoral tenga 
que esperar a la valoración correspondiente del Dictamen de registro en caso de 
que se presente la solicitud correspondiente, pues tiene la obligación en esta 
etapa preliminar de verificar el requisito sustantivo de la denominación. 

(…) 

o Etapa de constitución o formativa 

En esta etapa las organizaciones implementan acciones para la difusión de los 
principios, valores, objetivos y políticas públicas, entre otros temas, que marcan 
su agenda política, a efecto de hacer del conocimiento de la ciudadanía la nueva 
opción ideológica del partido en formación. 

Esto es, se trata de una etapa de convencimiento, que busca generar una 
identidad política ante la ciudadanía que implica el posicionamiento de su 
nombre o denominación e ideología con el objetivo directo de afiliar a 
ciudadanos. 

(…)”.2 [sic] 

 Bajo dichas premisas y en analogía con el criterio que este Consejo General adoptó en el diverso 
INE/CG39/2019, de seis de febrero de dos mil diecinueve, mediante el cual se dio respuesta a los 
CC. Margarita Ester Zavala Gómez del Campo y Óscar Fernández Prado, la primera por propio 
derecho y el segundo como representante legal de la organización de ciudadanos denominada 
“Libertad y Responsabilidad Democrática, A.C.”; si bien el Instructivo no establece la posibilidad de 
modificar la denominación preliminar del partido político a constituirse, así como la descripción  del 
emblema y el color o colores que lo caractericen y diferencien de otros partidos políticos, tampoco lo 
restringe. 

 En ese orden de ideas, esta autoridad electoral considera posible que una organización que se 

encuentre en el proceso de constitución de PPN 2019-2020, previo a la celebración de la asamblea 

nacional constitutiva, puede notificar al INE el cambio de la denominación preliminar del partido 

político a constituirse, así como la descripción del emblema y el color o colores que lo caractericen y 

diferencien de otros partidos políticos; en el entendido de que con dicha notificación no se interrumpe 

el proceso y, por ende, las asambleas estatales o distritales celebradas, así como las preliminares 

manifestaciones formales de afiliación recabadas, seguirían en la etapa de revisión que este Instituto 

debe llevar a cabo durante el proceso de solicitud de registro y hasta en tanto no se agote el 

procedimiento previsto en el Instructivo. 

 En consecuencia, para responder las interrogantes a la forma en que debe notificarse al INE el 

cambio de la denominación preliminar en cita, qué documentos deben anexarse y en qué plazos; y 

qué acciones u obligaciones deberá cumplir la organización ante la ciudadanía afiliada y la autoridad 

electoral; conforme al Instructivo, cualquier notificación que se realice al Instituto deberá efectuarse 

con documentos originales y de manera personal, por escrito, en día y horas hábiles. 

 El escrito de notificación del cambio de la denominación preliminar en cita deberá estar firmado de 

manera autógrafa por quien o quienes funjan como representantes legales de la organización, 

además de solicitar que se realicen las adecuaciones respectivas en la aplicación móvil, en el Portal 

                                                 
2 El resaltado es propio.  
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web y en el SIRPP. A dicho escrito deberá anexarse el original o copia certificada del acta o minuta 

de asamblea que acredite fehacientemente la decisión de la organización del cambio y cuál será la 

nueva denominación preliminar del partido político a constituirse, así como la descripción del 

emblema y el color o colores que lo caractericen y diferencien de otros partidos políticos; en el 

entendido que deberá remitirse también el nuevo emblema en formato GIF, JPG, JPEG o PNG y con 

una dimensión máxima de 150 kb. Aunado a ello, la organización deberá hacer las adecuaciones en 

las manifestaciones formales de afiliación que serán recabadas mediante régimen de excepción, si 

es el caso. De la misma forma deberá hacer los ajustes relativos en sus Documentos Básicos. 

 Dentro de los 10 días hábiles siguientes a la recepción de la notificación, la DEPPP comunicará a la 

organización el resultado del análisis de la documentación presentada. 

 En caso de que la DEPPP notifique a la organización de que se trate que resultó procedente el 

cambio de la denominación preliminar del partido político a constituirse, así como la descripción del 

emblema y el color o colores que lo caractericen y diferencien de otros partidos políticos, deberán 

hacerse los ajustes necesarios en la aplicación móvil, en el Portal web, en el Sistema de Información 

de Registro de Partidos Políticos (en adelante SIRPP) y, en su caso, en el formato de las afiliaciones 

físicas que correspondan al régimen de excepción. Lo anterior, en el entendido que las 

manifestaciones formales de afiliación preliminares que se hayan obtenido con anterioridad, ya sea 

durante la celebración de asambleas estatales o distritales realizadas, a través de la aplicación móvil 

y/o por el régimen de excepción, se entenderá que pertenecen a la misma organización que las 

recabó y continuarán en el procedimiento de revisión previsto en el Instructivo, así como las futuras 

que llegasen a recabar, en tanto que están sujetas a la revisión - conforme a lo establecido en los 

numerales 48 y 92 del Instructivo- y a los cruces -con el padrón electoral y los padrones de partidos 

políticos y otras organizaciones- necesarios para garantizar su validez y autenticidad. 

 Referente a las asambleas estatales o distritales celebradas con anterioridad, conservarán el mismo 

estatus en el que se ubiquen. Lo anterior, en el entendido de que para la validez de la celebración de 

asambleas, no sólo se exige a las organizaciones que buscan constituirse como PPN el número  de 

afiliados que concurrieron y participaron, sino también que suscribieron el documento de 

manifestación formal de afiliación; que asistieron libremente; que conocieron y aprobaron la 

declaración de principios, el programa de acción y los Estatutos; que eligieron a las y los delegados 

propietarios y suplentes a la asamblea nacional constitutiva; y que en la realización de la asamblea 

de que se trate, no existió intervención de organizaciones gremiales o de otras con objeto social 

diferente al de constituir el partido político3. 

 Ahora bien, como se ha señalado, la organización de que se trate deberá hacer del conocimiento de 
sus afiliados el cambio de denominación a través de los medios que estén a su alcance, con la 
finalidad de que queden salvaguardados los derechos de afiliación o, en su caso, desafiliación de las 
y los ciudadanos que así lo determinaran, para lo cual, una vez efectuado y aprobado el cambio de 
denominación, la organización contará con un plazo de tres meses para brindarle amplia difusión. 
Hecho lo anterior, deberá informar a la DEPPP dentro de los 10 días hábiles siguientes al 
vencimiento del plazo mencionado. 

 Por parte de la autoridad electoral, con la finalidad de que la ciudadanía cuente con información 
certera, y evitar que dicho cambio cause o induzca al error o engaño de la ciudadanía el cambio de la 
denominación será difundido por medio de la página web del Instituto, en el apartado relativo a los 
partidos políticos en formación especificando la denominación anterior y la nueva por la que la 
organización ha optado. 

 En relación a la posibilidad de utilizar como denominación preliminar del partido político a constituirse 
de uno que tuvo registro local. Al respecto, como se ha dicho, la normatividad aplicable, únicamente 
prevé que la denominación de un partido político debe ser distinta de las ya existentes y estar exenta 

                                                 
3 Véase el Acuerdo INE/CG125/2019 de veintinueve de marzo de dos mil diecinueve, por el que se adopta el criterio de estatus de afiliado y 
se da respuesta a la consulta formulada por la asociación civil denominada "Redes Sociales Progresistas. 
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de alusiones religiosas o raciales, por lo que la utilización de la denominación de un partido político 
local que ya perdió su registro, y que por lo tanto ha perdido todos sus derechos y prerrogativas 
establecidas en la Legislación Electoral, no es una limitante por la que esta autoridad encuentre 
impedimento alguno para que pueda ser utilizada. 

 No obstante, dado que en la etapa de constitución de PPN las organizaciones deben implementar 
acciones para la difusión de sus principios, objetivos y políticas, a efecto de hacerse presentes entre 
la ciudadanía y lograr un posicionamiento que les permita pasar a la etapa de registro para así 
culminar su propósito, es determinante que la organización haga del conocimiento de sus afiliados, 
por los medios más eficaces que tenga a su alcance, que el cambio de denominación no conlleva 
modificación alguna a los principios e ideales que postula. 

 Por lo anterior, con fundamento en las disposiciones constitucionales y legales señaladas, la solicitud 
realizada es procedente, pues no atenta contra el sistema vigente para la constitución de  nuevos 
PPN. 

En virtud de los antecedentes y consideraciones, se determina emitir el Acuerdo siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO. Se da respuesta a la consulta formulada por la organización denominada “Verdadera 
Alternativa para Mejorar y Organizar a la Sociedad, A.C.” en los términos señalados en el Considerando 5 del 
presente Acuerdo. 

SEGUNDO. Notifíquese el presente Acuerdo a la organización denominada “Verdadera Alternativa para 
Mejorar y Organizar a la Sociedad, A. C.”, en el domicilio señalado para oír y recibir notificaciones. 

TERCERO. Publíquese el presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación y en la página electrónica 
del Instituto, en el apartado correspondiente a la Formación de Nuevos Partidos Políticos Nacionales. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 25 de junio 
de 2019, por votación unánime de los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro 
Marco Antonio Baños Martínez, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Doctor Ciro Murayama Rendón, 
Doctor Benito Nacif Hernández, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor 
José Roberto Ruiz Saldaña, Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles, Maestra Beatriz Claudia 
Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 

ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral, por el que se da respuesta a la consulta 
formulada por la organización denominada Organización Ciudadana Diferente A.C., respecto de la realización de 
asambleas estatales. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG284/2019. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL, POR EL QUE SE DA 

RESPUESTA A LA CONSULTA FORMULADA POR LA ORGANIZACIÓN DENOMINADA “ORGANIZACIÓN 

CIUDADANA DIFERENTE A.C.”, RESPECTO DE LA REALIZACIÓN DE ASAMBLEAS ESTATALES 

ANTECEDENTES 

I. El diecinueve de diciembre de dos mil dieciocho, se aprobó el Acuerdo del Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral (en adelante INE), por el que se expide el Instructivo que deberán 
observar las organizaciones interesadas en constituir un Partido Político Nacional, así como diversas 
disposiciones relativas a la revisión de los requisitos que se deben cumplir para dicho fin (en adelante 
el Instructivo), identificado como INE/CG1478/2018, mismo que fue publicado en el Diario Oficial de 
la Federación (en adelante DOF) el día veintiuno siguiente. 

II. El treinta y uno de enero de dos mil diecinueve, la organización denominada “Organización 
Ciudadana Diferente A.C.”, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 7 a 10 del Instructivo, 
notificó al INE su intención de constituirse como Partido Político Nacional (en adelante PPN). 

III. A través del oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/0562/2019 de catorce de febrero de dos mil diecinueve, la 
Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos (en adelante DEPPP) notificó a la 
organización denominada “Organización Ciudadana Diferente A.C.” que fue aceptada la notificación 
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de intención de constituirse como PPN, por lo que podría continuar con el procedimiento, para lo cual 
debía cumplir los requisitos y observar lo señalado en la Ley General de Partidos Políticos  (en 
adelante LGPP) y en el Instructivo. 

IV. El diecisiete de mayo de dos mil diecinueve, el C. Rodrigo Alejandro Ocampo Soria, en su carácter 
de Representante Legal de la organización denominada “Organización Ciudadana Diferente A.C.”, 
formuló una consulta al Consejero Presidente y a las y los Consejeros Electorales de este Instituto, 
relativa a la viabilidad de realizar dos o más asambleas estatales en una misma entidad federativa o 
celebrar cuantas asambleas se requieran. 

CONSIDERACIONES 

Atribuciones y facultades del Instituto Nacional Electoral 

1. De conformidad con los artículos 41, Base V, Apartado A, párrafo primero de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante CPEUM); 29, párrafo 1, 30, párrafo 2, 31, párrafo 1, y 
35 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (en adelante LGIPE), la 
organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través de un organismo 
público autónomo denominado INE, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio. En el 
ejercicio de esa función estatal, la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima 
publicidad y objetividad son principios rectores. 

 Como autoridad en la materia electoral, el INE es independiente en sus decisiones y funcionamiento 
y profesional en su desempeño y el Consejo General es el órgano superior de dirección, responsable 
de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales. 

2. Ahora bien, el numeral 124 del Instructivo señala que la Comisión de Prerrogativas y Partidos 
Políticos será la encargada de desahogar las consultas que con motivo del Instructivo se presenten 
ante el Instituto y las contestaciones a las mismas serán publicadas en la página electrónica del 
mismo; es decir, dicha Comisión tiene atribuciones para atender exclusivamente las consultas que se 
relacionen con la manera en que deben interpretarse y/o aplicarse las disposiciones del Instructivo 
aprobado por este Consejo General. 

3. Sin embargo, tratándose de consultas sobre temas que exorbita lo regulado en el Instructivo, la Sala 
Superior del Tribunal Federal del Poder Judicial de la Federación (en adelante TEPJF), al resolver el 
expediente SUP-JDC-69/2019 el veinticuatro de abril de dos mil diecinueve, ha señalado que el 
órgano competente para dar respuesta a las consultas relativas al registro de los PPN, es el Consejo 
General del INE, de conformidad con el artículo 44, párrafo 1, inciso jj) en relación con el m)  de la 
LGIPE. 

Consulta de “Organización Ciudadana Diferente A.C.” 

4. Como se señaló en el Antecedente IV de este Acuerdo, la consulta formulada por la organización 
denominada “Organización Ciudadana Diferente A.C.” es la siguiente: 

“(…) 

A partir de lo anterior, conviene traer a consideración el contenido del artículo 12 
de la Ley General de Partidos Políticos (LGPP), el cual establece que para la 
constitución de un Partido Político Nacional se deberá acreditar lo siguiente: 

(…) 

De una interpretación literal al precepto anterior, se establece la exigibilidad de la 
realización de Asambleas Estatales1 a fin de que las organizaciones de ciudadanos 
que pretenden obtener su registro como Partido Político Nacional, reúnan como 
mínimo a tres mil afiliados en cuando menos veinte entidades federativas, en las que 
un funcionario designado por el Instituto Nacional Electoral certifique que los asistentes 
suscribieron el documento de manifestación formal de afiliación; que asistieron 
libremente; que conocieron y aprobaron la declaración de principios, el programa de 
acción y los Estatutos; y que eligieron a los delegados propietarios y suplentes a la 
asamblea nacional constitutiva. 

                                                 
1 La pluralidad del término “Asamblea Estatal” permite inferir la realización de diversas asambleas en una misma entidad federativa. 
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De un análisis sistemático, es posible establecer que, para alcanzar dicha 
finalidad, pueden realizarse dos o más asambleas en un mismo estado, siempre y 
cuando terminen por reunir a una cantidad de afiliados equivalente a la señalada en el 
ordenamiento transcrito. 

Pragmáticamente, resulta viable la realización de dos o más Asambleas Estatales 
por entidad federativa, para reunir como mínimo tres mil afiliados; puesto que el 
propósito final es que quienes conformarán la lista de afiliados suscriban el documento 
de manifestación formal de afiliación, asistan libremente, conozcan y aprueben la 
declaración de principios, el programa de acción y los Estatutos, así como que elijan a 
los delegados propietarios y suplentes a la asamblea nacional constitutiva. Lo anterior, 
en términos del Considerando 16 del Acuerdo INE/CG1478/2018 del Consejo General 
por el que se expide el Instructivo que deberán observar las organizaciones 
interesadas en constituir un Partido Político Nacional, en relación con lo dispuesto en 
el inciso a), del párrafo 1, del artículo 12 de la LGPP. 

Conviene precisar que, si bien el Instructivo o el artículo 12, inciso a), párrafo 1, 
de la LGPP, no establece la realización de asambleas estatales conforme a lo 
planteado, tampoco lo restringe puesto que, al realizarse de ese modo, se estaría 
privilegiando el principio de certeza, toda vez que así garantizaría que los datos de la 
ciudadanía que manifiesten su afiliación a la organización en proceso de constitución 
como Partido Político Nacional, durante el desarrollo de una asamblea estatal, sean 
verificados con mayor precisión con el padrón electoral en el que se vean reflejados 
los movimientos realizados por ella. 

La realización de Asambleas Estatales de forma segmentada, permitirían a las 
organizaciones de ciudadanos una mejor coordinación en el desarrollo de la misma, 
así como el eficiente manejo de sus recursos materiales y personales. 

Por otra parte, se colige que el artículo 12, inciso a), párrafo 1 de la LGPP 
constriñe a las organizaciones de ciudadanos a celebrar Asambleas Estatales o 
Distritales en las que, en ambos casos, un total de sesenta mil (60,000) ciudadanos 
suscriban su manifestación formal de afiliación, aprueben la declaración de principios, 
el programa de acción y los Estatutos, así como que elijan a los delegados propietarios 
y suplentes a la asamblea nacional constitutiva. 

Bajo este criterio, es necesario enfatizar la prerrogativa constitucional de los 
ciudadanos para asociarse de forma libre y voluntaria a cualquier partido o agrupación 
con fines políticos, la cual debe ser garantizada y privilegiada sobre las formas y 
requisitos contenidos para la celebración de asambleas. Es decir, la libre y voluntaria 
afiliación de los ciudadanos debe ser respetada en todo sentido, de forma tal que, si su 
voluntad para afiliarse o pertenecer a un partido político u organización con fines 
políticos es clara y expresa, no debe ser menoscabada con requisitos o medidas sobre 
la forma en que deban reunirse y participar en las decisiones de la organización a la 
que pretendan pertenecer o pertenezcan. 

Así, el hecho de tener que reunir a los ciudadanos que pretendan afiliarse y 
participar en las decisiones de la organización en un solo evento atentaría su clara y 
expresa voluntad, por lo que resulta viable que cualquier organización de ciudadanos 
celebre cuantas Asambleas Estatales o Distritales requieran hasta conseguir que 
sesenta mil (60,000) ciudadanos manifiesten de forma libre su afiliación y decidan sobre 
los asuntos que en estas se traten. 

Dicho lo anterior, en aras de privilegiar el principio de seguridad jurídica, se solicita 
al Consejo General del Instituto Nacional Electoral confirme lo siguiente: 

a) Resulta viable la realización de dos o más Asambleas Estatales en una misma 
entidad federativa, toda vez que la finalidad es que la organización de ciudadanos 
en proceso de constitución como Partido Político Nacional reúna a tres mil afiliados 
por demarcación territorial estatal, quienes suscribirán la manifestación formal de 
afiliación, aprobaran la declaración de principios, el programa de acción y los 
Estatutos; y elijarán a los delegados propietarios y suplentes a la asamblea nacional 
constitutiva. Agregando que dicho ejercicio deberá realizarse en cuanto menos 
veinte entidades federativas. 
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b) O bien, se realicen cuantas Asambleas se requieran, toda vez que el artículo 12, 
inciso a), párrafo 1 de la LGPP nos constriñe a obtener la manifestación de afiliación 
de sesenta mil (60,000) ciudadanos por esta modalidad. 

Conviene subrayar que la presente consulta, al estar relacionada con ajustes 
razonables a las disposiciones del instructivo que deberán observar las asociaciones 
interesadas en constituir un partido político, en nuestra consideración es el Consejo 
General del Instituto Nacional Electoral quien deberá emitir la respuesta 
correspondiente. Lo anterior se razona así, ya que la Sala Superior del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación ha señalado de forma reiterada que el examen sobre 
la competencia de la autoridad responsable es un tema prioritario, cuyo estudio es 
oficioso, por tratarse de una cuestión preferente y de orden público, conforme a los 
dispuesto en la tesis de jurisprudencia 1/2013, de rubro ´COMPETENCIA. SU ESTUDIO 
RESPECTO DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEBE SER REALIZADO DE OFICIO 
POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE 
FEDERACIÓN´; máxime que el Consejo General tiene posee la atribución de determinar 
la forma en que debe llevarse a cabo el proceso de afiliación a las organizaciones que 
pretenden constituirse como partidos políticos…”. [sic] 

Como se puede apreciar, la consulta contiene las siguientes pretensiones respecto de las cuales el 
Consejo General debe dar respuesta son las siguientes: 

a) Permitir que las organizaciones en proceso de constitución como PPN celebren dos o más 
asambleas estatales en una misma entidad federativa, para lograr el número de afiliados requerido 
por ley y que todas y cada una sean válidas. 

b) Permitir que se realicen asambleas segmentadas y, aunque no se logre el quórum requerido, las y 
los afiliados que hayan asistido, sean contabilizados en cada asamblea, hasta que se logre el 
número solicitado por la ley. 

5. Respuesta a la consulta de “Organización Ciudadana Diferente A. C.” 

 Son improcedentes las pretensiones formuladas por la peticionaria, con base en las siguientes 
consideraciones. 

 El artículo 35, fracción III de la CPEUM, son derechos de la ciudadanía asociarse individual y 
libremente para tomar parte en forma pacífica de los asuntos del país. El artículo 41, párrafo cuarto 
de la Ley Fundamental, confiere a la ciudadanía la posibilidad de formar partidos políticos, siempre y 
cuando se afilien libre e individualmente a ellos, quedando prohibida la intervención de 
organizaciones gremiales o con objeto social diferente en la creación de partidos políticos de 
cualquier forma de afiliación corporativa. Este mismo precepto constitucional estipula que la creación 
de partidos políticos se debe realizar conforme con las normas y los requisitos que la ley determine 
para su registro legal. 

 Los artículos 7, párrafo 1, inciso a), 10, 11 y 12 de la LGPP, en relación con el 32, párrafo 1, inciso 
b), fracción I de la LGIPE otorgan al INE las atribuciones para el registro de partidos políticos  y 
establecen los requisitos que deben observar las organizaciones interesadas en constituirse  como 
PPN. 

 En armonía con las citadas normas constitucionales y legales, este Consejo General, a través del 
Acuerdo INE/CG1478/2018, emitió el Instructivo que deben observar las organizaciones interesadas 
en constituir un PPN, así como diversas disposiciones relativas a la revisión de los requisitos que se 
deben cumplir para dicho fin, el cual fue impugnado y la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación (en adelante TEPJF) lo confirmó en la sesión de fecha veintisiete de 
febrero del año en curso, al emitir la sentencia identificada con la clave SUP-JDC-5/2019 y 
acumulado, por lo que dicho instrumento se encuentra firme, así como los procedimientos 
contemplados en él, entre los cuales, se pronunció, precisamente, sobre la constitucionalidad de las 
disposiciones legales que regulan la celebración de asambleas estatales o distritales. 

 En efecto, en la citada sentencia, la Sala Superior analizó la constitucionalidad de los artículos 10, 
párrafo 2, inciso b) y 12, párrafo 1, inciso a) de la LGPP y sostuvo que resultaba infundado que 
dichos numerales implicaran requisitos excesivos para conseguir el registro como PPN y que fueran 
restrictivos de la libertad de asociación en materia política que prevén los artículos 1º, 9º y 35 de la 
Constitución; cabe resaltar que en dichos artículos se contempla la celebración de asambleas 
estatales o distritales, las cuales dependiendo de la modalidad elegida por la organización en 
proceso de constitución como PPN, deberán contar con el número de afiliados requerido por ley, 
para que dicho acto puedo ser certificado por el Instituto. 
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 Es relevante, además, que luego de realizar el examen de constitucionalidad de los preceptos 
impugnados, la Sala Superior determinó que el marco constitucional y convencional orienta a que 
existe una tendencia clara a que las restricciones legales establecidas para la constitución y registro 
de partidos políticos deben resultar necesarias y proporcionales a la finalidad que se pretende 
alcanzar, para garantizar el pluralismo y la apertura del sistema electoral en su conjunto. 

 Asimismo, en la propia resolución, la Sala Superior se pronunció respecto al procedimiento de 
asambleas previsto en la norma en los siguientes términos: 

“(…) 

6.2.1 Por cuanto al tipo de Asambleas 

(…) 

Al respecto, esta Sala Superior considera que es equivocado el planteamiento de la 
parte actora en cuanto a la inconstitucionalidad de los artículos 10, párrafo 2, inciso b) y 
12, párrafo 1, inciso a) de la Ley de Partidos. 

(…) 

En el contexto apuntado, es necesario tener presente que los requisitos de constitución 
de partidos políticos están encaminados a enmarcar el ejercicio del derecho de 
asociación política y de votar y ser votado de la ciudadanía, tutelados en los artículos 9 y 
35 fracciones I, II y III de la Constitución, que se encauzan por medio de dichas 
entidades de interés público, reguladas en el numeral 41 del mismo cuerpo normativo 
supremo. 

(…) 

En términos del artículo 41 de la Constitución, los partidos políticos son entidades de 
interés público, que tienen como fin primordial, como organizaciones de ciudadanos, 
hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los 
programas, principios e ideas que postulan. 

Dicho numeral garantiza la existencia de los partidos políticos, pero no establece cuáles 
son los elementos organizacionales a partir de los cuales tales entidades deben crearse, 
porque existe una delegación al legislador en ese sentido. 

Sin embargo, estos elementos deben estar sujetos a criterios de razonabilidad que 
busquen precisamente el que los partidos políticos cumplan con los fines previstos en la 
Norma Fundamental, como son el que dichas entidades sean el medio para promover la 
participación del pueblo en la vida democrática, contribuyan a la integración de la 
representación nacional y, como organizaciones de ciudadanos, hagan posible el acceso 
de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas 
que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo. 

En este sentido, el capítulo I del Título Segundo de la Ley de Partidos establece los 
requisitos para la constitución de partidos políticos. 

En el artículo 10, párrafo 2, inciso b) de la Ley de Partidos establece que para que una 
organización de ciudadanos sea registrada como Partido Político Nacional, se deberá 
verificar que ésta cuenta con tres mil militantes en por lo menos veinte entidades 
federativas, o bien tenga trescientos militantes, en por lo menos doscientos Distritos 
Electorales uninominales y que el número total de sus militantes en el país no sea 
inferior al 0.26 por ciento de padrón electoral federal que haya sido utilizado en la 
elección federal ordinaria inmediata anterior. 

En congruencia con ello, el artículo 12, párrafo 1, inciso a) de la misma Ley establece 
que para la constitución de un Partido Político Nacional se deberá acreditar la 
celebración de asambleas, por lo menos en veinte entidades federativas o en doscientos 
Distritos Electorales, en presencia de un funcionario del INE. 

(…) 

Con base en los fines constitucional y legalmente establecidos es claro que los 
partidos políticos deben contribuir al funcionamiento del régimen democrático 
representativo de gobierno; se les considera como el mecanismo por excelencia 
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para expresar el pluralismo político pues tienen la función de contribuir a la 
integración de la representación política. 

Lo anterior, tomando en cuenta que para la postulación de candidaturas a cargos 
electivos (que no se postulen de manera independiente) se precisa de los partidos 
políticos, que como asociación respalde la postulación y le permita competir con otras 
fuerzas políticas, configurándose así un sistema pluralista, en el que la representación 
se genera justamente en elecciones competitivas. 

Ello equivale a decir que para que haya representación democrática se precisa que 
la ciudadanía pueda organizarse según sus afinidades en cuanto a ideas, 
intereses, propuestas y liderazgos, y estas organizaciones deben someterse a la 
decisión ciudadana al competir con otros grupos que también se hayan 
organizado y postulado candidaturas. 

De ahí que, resulte consecuente con la finalidad de los partidos políticos que se exija a 
las agrupaciones políticas que desean conformarlos, un mínimo de representatividad 
en el territorio en el que habrán de participar y competir. 

En ese sentido, la Ley de Partidos, prevé: 

(…) 

Como se observa en la normativa transcrita, para construir un Partido Político Nacional 
las agrupaciones solicitantes deberán celebrar asambleas por lo menos en veinte 
entidades federativas o en doscientos Distritos Electorales, a las que asistirán cuando 
menos tres mil afiliados si se trata de las primeras o trescientos si son de carácter 
distrital. 

Los asistentes deberán registrarse ante el personal del Instituto y presentar su 
credencial para votar original con la que acrediten residir en el Estado o Distrito en el 
que se celebra la Asamblea en la que manifestarán su libre decisión de afiliarse y 
aprobarán los documentos básicos del partido. Asimismo, nombrarán a los delegados 
que habrán de participar en la Asamblea Nacional. 

Lo anterior permite advertir que el requisito de celebrar Asambleas estatales o 
distritales está encaminado a demostrar que la organización solicitante cuenta con 
un determinado número de afiliados en cuando menos veinte de las treinta y dos 
entidades federativas, o en doscientos de los trescientos Distritos Electorales que 
conforman el país. 

Es decir, el requisito relacionado con la realización de asambleas está encaminado a 
acreditar que la organización aspirante cuenta con representatividad en el 
territorio nacional o, cuando menos, en unas dos terceras partes de él. Esto es, en 
doscientos de los trescientos Distritos Electorales de los que se compone la 
circunscripción nacional (el 66%) o veinte de las treinta y dos entidades de la Republica 
(el 62.5%). 

En este sentido la celebración de Asambleas no debe entenderse únicamente como un 
mecanismo de afiliación, ya que el número de afiliados, no menor al 0.26% que exige la 
Ley de Partidos también puede alcanzarse por medios distintos a la celebración de 
Asambleas, ya sea mediante la utilización de la aplicación diseñada para recabar la 
manifestación de voluntad de afiliarse o por escrito, en los lugares en que ese sistema 
no será utilizado. 

De esta forma, la finalidad de la celebración de las asambleas estatales o distritales 
consiste en que quienes asistan conozcan y aprueben los documentos básicos que la 
organización propone para constituirse como Partido Político Nacional al cual pretenden 
afiliarse, que suscriban el documento de manifestación formal de afiliación, que se 
formen listas de personas afiliadas y que se elijan las y los delegados propietarios y 
suplentes que asistirán a la asamblea nacional constitutiva, en términos de los dispuesto 
en el inciso a), del párrafo 1, del artículo 12 de la Ley de Partidos. 

Ello, con la exigencia de que quienes asistan a las Asambleas estén avecindados en el 
Estado o Distrito en el que se celebren, como lo constatará la o el funcionario del 
Instituto designado para certificar su celebración, que el asistente esté inscrito en el 
Padrón electoral correspondiente y que suscriba la manifestación formal de afiliación 
impresa que le será proporcionada. 
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La reiterada exigencia de la normativa en el sentido de que la organización celebre 
Asambleas en cuando menos el 62.5% de las entidades federativas o el 66% de los 
Distritos del país, a las que asistan personas que residan en esas mismas 
demarcaciones territoriales, se encamina a establecer parámetros de 
representatividad o respaldo de la organización que pretende su registro como 
Partido Político Nacional, lo cual es acorde con la finalidad constitucional de ser la vía 
de postulación de candidaturas a ocupar los cargos públicos de elección popular 
mediante su participación en la competencia política. 

De ahí que sea necesaria la acreditación de un mínimo de respaldo ciudadano, 
pues ningún caso tendría dar registro a una asociación como Partido Político 
Nacional, con todos los derechos y obligaciones que ello implica, si no se cuenta 
con elementos mínimos que permitan inferir que en efecto participarán en 
términos competitivos en las elecciones municipales, estatales y nacionales en las 
que estará facultado para postular candidaturas. 

(…) 

En efecto, tomando en cuenta que la realización de asambleas en cuando menos dos 
terceras partes de las entidades federativas o de los Distritos Electorales que conforman 
el país, tiene por objeto demostrar un grado mínimo de representatividad o 
respaldo, es acorde con ese objetivo que se elija una de esas dos formas de 
demostrarlo pues no se cumpliría su objeto si se pretendieran realizar ambos tipos de 
asambleas, ya que esas demarcaciones territoriales tienen características tan 
distintas que no permiten demostrar esa representatividad si se pretendiera darles 
un carácter indistinto. 

(…) 

En ese sentido, a juicio de esta Sala Superior, es necesario que las agrupaciones 
políticas que pretendan registrarse como Partidos Políticos Nacionales decidan, si 
realizarán asambleas distritales o estatales pues, conforme al procedimiento de 
verificación que ésta debe desplegar, tendrá que realizar las actuaciones necesarias 
para que su personal asista a las Asambleas y certifique que asisten el número 
legalmente previsto para su validez, se identifiquen con su credencial para votar, 
pertenezcan al territorio en el que se celebra, estén inscritos en el Padrón Electoral y 
manifiesten libremente su voluntad de afiliarse, así como la aprobación de los 
documentos básicos necesarios y el nombramiento de delegados que asistirán a la 
Asamblea Nacional Constitutiva. 

Lo anterior, ante la necesidad de demostrar la representatividad mínima que 
permite considerar que la agrupación política cumplirá el objetivo de postular, en 
circunstancias de competencia a las personas que deseen hacerlo en los diversos 
cargos de representación popular, a nivel municipal, estatal y federal. 

(…) 

Lo anterior, tomando en cuenta que, además de la importancia de demostrar tal 
representatividad, si la agrupación política tiene como objetivo presentarse como 
opción política en la competencia electoral, debe estar en posibilidades de analizar 
su capacidad organizativa y de convocatoria para cubrir el quórum de asistencia 
necesario para celebrar las asambleas atinentes, diseñando la estrategia territorial 
que se lo permita, máxime considerando que está en posibilidades de planear su 
organización en los meses siguientes y presentar a más tardar el treinta de 
noviembre de dos mil diecinueve a la autoridad electoral la agenda de la totalidad 
de las asambleas. 

(…) 

Además, que la normativa cuestionada permite a las agrupaciones políticas interesadas 
optar por la modalidad con la que puedan acreditar la realización de asambleas y no las 
constriñe a una sola opción, de manera que ya es, en sí, una norma flexible que 
posibilita diseñar la estrategia más acorde a facilitar el cumplimiento del requisito. 

Requisito que, adicionalmente, no exige una representatividad total en el territorio 
nacional, sino un mínimo de veinte entidades federativas o doscientos Distritos 
Electorales, a pesar de que, de conseguirse el registro como partido político si 
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concede facultades para participar y competir electoralmente en la totalidad del 
país. 

6.2.2 Por cuanto a la exigencia de elegir el tipo de Asambleas, desde la presentación de 
la manifestación de intención 

(…) 

Es infundado el agravio porque la especificación establecida en el Instructivo de que en 
la manifestación de intención se señale el tipo de asambleas que habrán de celebrarse 
(distritales o estatales), no es un requisito contrario a la Constitución ya que es una 
exigencia justificada para demostrar la representatividad mínima con la anticipación 
debida para que la autoridad electoral esté en posibilidad de contar con los elementos 
materiales necesarios para verificar la legalidad de su realización. 

(…) 

En ese sentido, la necesidad de enterar a la autoridad electoral de la decisión de realizar 
asambleas, bajo uno u otro modelo, con la anticipación suficiente, permite a ésta 
preparar las condiciones materiales para desplegar su facultad de vigilancia y 
certificación que le corresponde y que le exige presentarse a cada asamblea con los 
elementos técnicos necesarios, para verificar que los asistentes estén inscritos en el 
Padrón Electoral del mismo Distrito o entidad federativa. 

Asimismo, calcular el número de personas que se requerirán para esa verificación que 
hagan ágil y completa esa revisión, pues no se trata del mismo esfuerzo para hacer 
constar la presencia de tres mil personas (en las asambleas estatales) que de 
trescientas (en las asambleas distritales. 

De ahí la necesidad de que la autoridad electoral esté en aptitud de prever 
allegarse de los elementos materiales y humanos suficientes para la certificación 
de su realización, con las características que exige el numeral 12 de la Ley de 
Partidos. 

(…).” [sic] 2 

 Como se ve, la Sala Superior ya se pronunció respecto al procedimiento de asambleas para la 
constitución de un nuevo partido político previsto en la norma, mismas que se desarrollan en un solo 
momento, con la asistencia de la ciudadanía de la entidad o del Distrito requerido, según sea el caso, 
ya sea para asamblea estatal y distrital, lo cual debe ser corroborado por la autoridad electoral por 
conducto del funcionario designado para tal efecto, quien emitirá la certificación correspondiente. 

 Si bien el Instructivo no prevé la celebración de asambleas segmentadas en las cuales recaben 
afiliados en abonos o en parcialidades, o asambleas duplicadas en las entidades o Distritos que así 
determine una organización, ello se debe a que, en el modelo constitucional y legal vigente, los 
requisitos para la constitución de los PPN requieren que las organizaciones que se encuentran en 
esta fase primigenia demuestren que cuentan con un mínimo de representatividad en el territorio en 
el que habrán de competir en el momento en el que logren su registro. 

 Entonces, si en el análisis de constitucionalidad, los preceptos que regulan el procedimiento para el 
registro de nuevos PPN fueron declarados conformes con la Constitución, y el Instructivo se basa en 
dichos preceptos legales para definir las etapas del citado registro de partidos políticos, es claro que 
este Consejo General no puede contemplar la posibilidad de los supuestos señalados por la 
organización peticionaria, toda vez que su facultad reglamentaria la llevó a cabo atendiendo a los 
supuestos legales relativos, respecto de los cuales, la máxima autoridad en materia electoral 
determinó su constitucionalidad por considerar que las limitaciones previstas en ellos son razonables, 
proporcionadas y necesarias para el ejercicio del derecho o libertad de asociación, pues el 
procedimiento establecido por la normativa vigente contribuye a otorgar certeza y seguridad jurídica 
en la constitución de nuevos PPN. 

 Al respecto, debe considerarse también que el artículo 12 de la LGPP establece que el INE será el 
encargado de verificar que en el desarrollo de las asambleas se cumplan los siguientes requisitos: 

                                                 
2 El resaltado es propio.  
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A) La concurrencia y participación de un número mínimo de afiliados en la asamblea, en un solo 
acto y sin que las asambleas se dupliquen en una entidad o en un Distrito uninominal, con la 
finalidad de contabilizar 20 entidades o 200 Distritos uninominales, en total. 

B) La afiliación manifiesta, libre, individual y pacífica de los asistentes; 

C) Que los asistentes conocieron y aprobaron los documentos básicos que regularán la vida interna 
del partido político. 

D) Que eligieron a los delegados propietarios y suplentes a la asamblea nacional constitutiva. 

E) Que en la realización de la asamblea no existió intervención de organizaciones gremiales o de 
otras con objeto social diferente al de constituir un partido político. 

 De lo anterior se perfecciona que las asambleas tienen diferentes propósitos, entre los que resaltan 
para el tema que nos ocupa: demostrar que la organización cuenta con representatividad en el 
territorio nacional; que la misma cuenta con un determinado número de afiliados en cuando menos 
veinte de las treinta y dos entidades federativas o en doscientos de los trescientos Distritos 
Electorales, para confirmar que la misma tiene representatividad en el territorio nacional o, cuando 
menos, en unas dos terceras partes de él. Dicha exigencia de la normativa va en el sentido de que la 
organización en cuestión celebre asambleas en al menos el 62.5% de las entidades federativas o el 
66% de los Distritos del país, a las que asistan ciudadanos que habiten en esas mismas 
demarcaciones territoriales, lo cual permite que la autoridad electoral cuente con los elementos para 
determinar que la misma goza de representatividad o respaldo, situación que será determinante y un 
requisito indispensable si logra su registro, ya que al participar en la primera elección deberá 
confirmarlo. 

 Es así que se requiere la acreditación de un número mínimo de respaldo ciudadano, ya que sería 
contrario a la normativa electoral darle el registro a una organización como PPN, con los derechos y 
obligaciones que ello implica, si dicho ente no cuenta con los elementos mínimos que permitan 
colegir que participará en términos competitivos en cualquier tipo de elecciones que decida hacerlo. 

 Aunado a lo anterior, es de resaltar que las demarcaciones territoriales cuentan con características 
únicas y distintas, lo que no permitiría demostrar la representatividad con que cuenta una 
organización, si esta autoridad permitiera celebrar dos o más asambleas estatales en la misma 
entidad, o dos o más asambleas en el mismo Distrito y que las considerara válidas; y aunado a ello, 
que las mismas hubieren sido celebradas en parcialidades o abonos y en momentos distintos. 

 Así como es de suma importancia la representatividad con que cuente una organización en proceso 
de constitución como PPN, también lo es la dispersión con que debe contar una organización en el 
territorio nacional, ya que dicho ente debe demostrar que desde la fase primigenia es una opción en 
la contienda electoral y está en posibilidad de organizarse y de convocar al número de ciudadanos 
requeridos para validar el quórum necesario en las asambleas que haya optado celebrar, contar con 
la logística necesaria que lo permita y demuestre que en el futuro será una opción para la 
ciudadanía. 

 Además de lo ya previsto y como lo señaló el TEPJF, no se exige una representatividad total en el 
territorio nacional, sino un mínimo de veinte entidades federativas o doscientos Distritos Electorales, 
a pesar de que al conseguirse el registro se conceda la facultad de participar y competir 
electoralmente en la totalidad de las entidades y Distritos Electorales. 

 Ahora bien, el Instructivo desarrolló un procedimiento que otorga certeza en el cumplimiento de cada 
uno de los requisitos establecidos en la ley para la celebración de las asambleas, al disponer en sus 
numerales 36 a 43 lo siguiente: 

a) Que la asamblea debe ser certificada invariablemente por un Vocal designado. 

b) Que el inicio de la asamblea sólo podrá autorizarse por un funcionario del INE, cuando se cuente 
con un número igual o superior a los tres mil o trescientos manifestantes, los cuales además 
deben permanecer en el recinto. 

c) Que el Vocal en el acta debe certificar el número de personas que concurrieron a la asamblea y 
suscribieron voluntariamente la manifestación; los resultados de la votación obtenida para 
aprobar los documentos básicos; que los documentos fueron del conocimiento de sus asistentes 
previo a su aprobación y finalmente que no participaron organizaciones gremiales o con objeto 
distinto al partido político. 
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 De esa manera, la certificación de la asamblea es parte de las formalidades previstas en la LGPP y 
en el Instructivo, ya que tiene como propósito constituir en documento público la prueba de los 
hechos con la finalidad de verificar que en los procesos de constitución de partidos políticos se 
respetaron los principios fundamentales que para el mismos exige la Constitución y los demás 
ordenamientos legales aplicables, por lo que el cumplimiento de las formalidades previstas en el 
desarrollo de las asambleas y manifestada en el acta de asamblea, son ad solemnitatem, por lo que 
aceptar un número de asistentes inferior al previsto por ley, carece completamente de validez, de esa 
misma forma sería el aceptar la duplicidad de las asambleas en las entidades o Distritos que la 
organización determine. 

 En ese sentido, no es jurídicamente procedente el reconocimiento de asambleas que no reúnan el 
quórum mínimo previsto en la norma, porque la formalidad prevista tiene un alcance solemne cuyo 
incumplimiento produce la invalidez del acto en cuestión. Por ello, la suma de convenciones que 
incumplen los requisitos de procedencia de ninguna manera puede llevar a la convalidación un acto 
jurídico que exige para su validez el cumplimiento de todos y cada uno de los requisitos normativos, 
en los términos y bajo las condiciones expresamente previstas para la celebración de asambleas 
estatales. 

 La norma es clara al señalar que se debe contar con un mínimo de tres mil ciudadanos para integrar 
el quórum de una asamblea estatal y de acuerdo con lo expuesto por la Sala Superior del TEPJF, 
esto no hace nugatorio el derecho de las organizaciones interesadas en constituir un PPN, toda vez 
que cuentan con la posibilidad de celebrar asambleas distritales. Esto es, cada organización tiene la 
potestad de elegir el tipo de asambleas que debe llevar a cabo para el cumplimiento de los requisitos, 
por lo que, de no convenir a sus intereses la celebración de asambleas estatales, pudieron optar por 
la vía de asambleas distritales. 

 En el caso que nos ocupa, se desprende que la organización peticionaria pretende fragmentar una 
asamblea estatal en varias asambleas, que al sumar el número de asistentes se alcance el quórum 
antes mencionado, situación que no es congruente con el modelo de ese tipo de asambleas, razón 
por la que en todo caso la organización peticionaria debió optar por la celebración de asambleas 
distritales que si bien es mayor el número de eventos a realizar, precisa de una menor asistencia 
mínima de afiliados en cada uno de ellos. 

 En ese sentido, la organización peticionara al presentar su manifestación de intención ante esta 
autoridad optó por la celebración de asambleas estatales, y para ello, tenía el deber de valorar su 
capacidad organizativa y de convocatoria para cubrir el quórum de asistencia necesario para celebrar 
las asambleas atinentes, mediante el diseño de la estrategia territorial que se lo permita. 

 Así, al haber optado por la celebración de asambleas estatales forzosamente debe apegarse a los 
requisitos previstos en la norma, cuya validez constitucional fue validada por la Sala Superior del 
TEPJF, toda vez que no existe asidero legal para que una asamblea de este tipo sea celebrada en 
diversos momentos, que por su naturaleza no admite división y debe llevarse a cabo en un solo acto. 

 Tampoco es procedente que esta autoridad confirme lo solicitado, porque de lo contrario se 
vulneraría el principio de certeza que rige la función electoral, toda vez que las reglas contenidas en 
el Instructivo fueron emitidas precisamente para que todos los interesados tuvieran conocimiento de 
los requisitos que deben cubrir y las acciones a realizar, por lo que contrario a lo afirmado por el 
peticionario, quien señala que la consulta se encuentra relacionada con ajustes razonables a las 
disposiciones del Instructivo, en realidad consisten en modificaciones sustanciales cuya 
implementación atenta contra el orden normativo y ello irremediablemente produciría incertidumbre 
respecto a la aplicación de normas aprobadas con antelación. 

 Por otra parte, es de resaltar que cronológicamente el legislador siempre ha contemplado que las 
organizaciones que han solicitado su registro como PPN, deberán contar con representación y 
dispersión entre la ciudadanía y el país. 

 En la Ley Electoral Federal, publicada en el DOF el siete de enero de mil novecientos cuarenta y 
seis, por primera vez se solicitó en el artículo 27 que los partidos políticos debían estar registrados 
ante la Secretaría de Gobernación y entre los requisitos indispensables para que una organización 
fuera reconocida y registrada oficialmente, de conformidad con los artículos 24, fracción I y 28, 
fracción I, las mismas debían contar con treinta mil asociados en el país, diseminados, cuando 
menos, en dos terceras partes de las entidades federativas en que tuvieran representación, con no 
menos de mil afiliados en cada una; número que se constataría en la celebración de asambleas, ante 
un notario o funcionario que lo corroborara. 
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 Con el decreto de reforma a la Ley Electoral Federal publicado el veintiuno de febrero de mil 
novecientos cuarenta y nueve en el DOF, no se modificó ninguno de los requisitos señalados en el 
párrafo anterior, únicamente se agregaron fracciones al artículo 28, por lo que la cuestión relativa a la 
celebración de asambleas quedó contemplada en la fracción III de ese artículo. 

 Respecto al decreto de la Ley Electoral Federal publicado el cuatro de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y uno en el DOF, los requisitos ya descritos no cambiaron, sólo se trasladaron a los 
artículos 29, fracción I y 33 fracciones II y III. 

 En el decreto que fue emitido, respecto a la reforma de diversos artículos de la Ley Electoral Federal, 
publicado el siete de enero de mil novecientos cincuenta y cuatro en el DOF, en el artículo 29, 
fracción I, inclusive se incrementó el número de miembros que se requerían por partido político para 
lograr su registro de treinta mil a setenta y cinco mil asociados, debiendo contar con al menos dos mil 
quinientos miembros en las dos terceras partes de las entidades federativas, quienes concurrirían a 
las asambleas y se constataría lo conducente. 

 Mientras que en la LEY Federal Electoral [sic], publicada en el DOF el cinco de enero de mil 
novecientos setenta y tres, en el artículo 23, fracciones I y II, numeral 2 se redujo el número de 
miembros para la constitución de un partido político, si bien el número de afiliados en todo el país no 
debía ser inferior a sesenta y cinco mil, éstos debían seguir distribuidos en las dos terceras partes de 
las entidades federativas, con al menos dos mil afiliados, los cuales como mínimo número deberían 
haber asistido a las asambleas que se celebraran en las entidades, lo que constataría un fedatario; 
además, en cada entidad en que se tuviera representación, debían estar distribuidos en cuando 
menos la mitad de los municipios de la entidad o delegación con un mínimo de veinticinco personas 
por municipio. 

 Para 1977 se aprueba la Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales, publicada 
en el DOF el treinta de diciembre del mismo año, en la que se contemplaba en el artículo 27, 
fracciones I, II y II, inciso a) que se mantenía el número total de sesenta y cinco mil miembros; no 
obstante, se incrementó a tres mil afiliados en cada una de las entidades federativas, las cuales 
debían ser al menos la mitad de ellas; y se agregó que o bien, trescientos afiliados como mínimo en 
cada una de la mitad de los Distritos uninominales. Número de afiliados que como mínimo debían 
haber concurrido a las asambleas estatales o distritales que se celebraran. 

 Para 1987 con la publicación del Código Federal Electoral el doce de febrero del mismo año en el 
DOF, se siguió contemplando para la constitución de un PPN, en el artículo 34, fracción I contar con 
tres mil afiliados en cada una de las entidades en que tuvieran representatividad, las cuales debían 
ser al menos la mitad o contar con al menos, trescientos afiliados en la mitad de los Distritos 
Electorales uninominales. El total de afiliados en ningún caso podría ser menor a los sesenta y cinco 
mil. Mientras que en la fracción II, inciso a) del artículo señalado, se contemplaba como requisito 
haber celebrado, en cada una de las entidades federativas o Distritos Electorales una asamblea en 
presencia de un juez municipal, de primera instancia o de Distrito, notario o funcionario acreditado 
quien constataría que a dicha asamblea había asistido el número de afiliados ya señalado. 

 De la misma forma, en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales publicado en 
el DOF el quince de agosto de mil novecientos noventa se siguieron contemplando estos mismos 
requisitos en los artículos 24, párrafo 1, inciso b), en relación con el artículo 28, párrafo 1, inciso a). 

 No fue hasta la reforma a dicho instrumento normativo, publicada el veintidós de noviembre de mil 
novecientos noventa y seis en el DOF en que el tema que nos ocupa tuvo modificaciones, ya que se 
estipuló en los artículos 24, párrafo 1, inciso b), en relación con el 28, párrafo 1, inciso a), fracción I 
que para la constitución de un partido político se debía contar con tres mil afiliados en por lo menos 
diez entidades federativas, o bien tener trescientos afiliados en por lo menos cien Distritos 
uninominales, cuestión que serían constatada mediante la celebración de asambleas; en ningún 
caso, el número total de sus afiliados en el país podría ser inferior al 0.13% del padrón electoral 
federal que hubiera sido utilizado en la elección federal ordinaria inmediata anterior a la presentación 
de la solicitud de que se tratara. Además, entre los cambios trascendentales que trajo esta reforma, 
aparecieron las Agrupaciones Políticas Nacionales, a las cuales en el artículo 33 se les identificó 
como formas de asociación ciudadana que coadyuvarían al desarrollo de la vida democrática y de la 
cultura política, así como a la creación de una opinión pública mejor informada. 

 En la reforma publicada en el DOF el treinta y uno de diciembre de dos mil tres al otrora COFIPE, el 
artículo 24, párrafo 1, en relación con el artículo 28, párrafo 1, inciso a) se estableció que únicamente 
las Agrupaciones Políticas Nacionales podrían ser registradas como Partido Político Nacional 
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debiendo cumplir entre los requisitos los siguientes: contar con tres mil afiliados en por lo menos 
veinte entidades federativas, o bien tener trescientos afiliados, en por lo menos doscientos Distritos 
Electorales uninominales, lo que se constataría con la celebración de las asambleas en presencia de 
un funcionario del otrora Instituto Federal Electoral, los afiliados debían contar con credencial para 
votar con fotografía correspondiente a dicha entidad o Distrito, según fuera el caso; y bajo ninguna 
circunstancia, el número total de sus afiliados en el país podría ser inferior al 0.26% del Padrón 
Electoral Federal que hubiera sido utilizado en la elección federal ordinaria inmediata anterior a la 
presentación de la solicitud de que se tratara. 

 Con la reforma publicada el catorce de enero de dos mil ocho en el DOF, en la que se expidió el 
COFIPE, el supuesto de que sólo las Agrupaciones Políticas Nacionales podrían solicitar su registro 
como Partido Político Nacional fue suprimido, el artículo 24, párrafo 1, inciso b), en relación con el 
artículo 28, párrafo 1, inciso a, fracción I estableció que las organizaciones de ciudadanos podían ser 
registradas como Partidos Políticos Nacionales si cumplían con los requisitos ya señalados; sin 
restringirse dicho derecho a las Agrupaciones Políticas Nacionales. 

 Finalmente, la reforma político electoral de dos mil catorce publicada en el DOF el diez de febrero del 
mismo año, derivó en la expedición de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y 
la Ley General de Partidos Políticos, última que en su artículo 10, párrafo 2, inciso b) y 12, párrafo 1, 
inciso a), fracción I siguen contemplando los mismos requisitos que el legislador había avistado 
siempre, si bien con algunas modificaciones, lo anterior es entendible derivado del incremento 
demográfico en el país. 

 Ahora bien, de las reformas ya descritas es relevante resaltar los argumentos vertidos en la 
exposición de motivos, principalmente respecto a la reforma de 2003, ya que en ella el legislador 
expuso cabalmente la importancia del número de afiliados con que debía contar un PPN, además de 
que es el antecedente inmediato y directo de los requisitos que se contemplan actualmente. 

 En primera instancia se contempló la importancia de los institutos políticos y de los fines con que 
cuentan los mismos, como son promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir 
a la integración de la representación nacional y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el 
acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con lo programas, principios e ideas que 
postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo; luego entonces se infirió la 
importancia que la legislación concedía a los partidos políticos en el desarrollo de la vida democrática 
del país, por lo que determinaron que correspondía a esa soberanía perfeccionar las normas 
secundarias con el fin de adecuar el texto legal a la realidad nacional, esto es, establecer los 
mecanismos jurídicos para que los partidos políticos contaran con una auténtica y real 
representatividad. 

 Ya que los partidos políticos, como instrumentos de la sociedad para el ejercicio de la democracia se 
convierten en instituciones de mayor importancia. Puesto que el legislador consciente de la 
importancia de consolidar el régimen de libertades y participación vio en los partidos políticos una 
expresión real y auténtica de la pluralidad de la sociedad, en consecuencia encontró que era 
necesario revisar el conjunto de requisitos para constituirse como Partido Político Nacional, 
instrumentando los mecanismos normativos adecuados para conseguir la certidumbre que la 
sociedad requería en esta figura jurídica, el establecimiento de estos requisitos permitiría contar con 
partidos políticos de auténtica representatividad y por ello se estableció aumentar el número de 
entidades federativas y de Distritos Electorales uninominales en los que debía tener afiliados la 
Agrupación Política Nacional que pretendiera constituirse en partido político. 

 Cabe resaltar que la iniciativa proponía contar con 3,000 afiliados en por lo menos 15 entidades 
federativas o bien tener 300 afiliados en por lo menos 150 Distritos Electorales uninominales, 
proponiendo que en ningún caso el número total de sus afiliados en el país pudiera ser inferior al 
0.13 por ciento del padrón electoral federal que hubiera sido utilizado en la elección federal ordinaria 
inmediata anterior a la presentación de la solicitud. Sin embargo, esta cuestión fue modificada y se 
aprobó que fuera en 20 entidades federativas o en su caso 200 Distritos Electorales uninominales 
como requisito; y del 0.13 por ciento que establecía el artículo 24 del Código de la materia se 
modificó al 0.26 por ciento para darle cohesión y proporcionalidad a la reforma. 

 Otro de los aspectos relevantes fue que la certificación del quórum requerido por ley se restringió 
como atribución única del órgano electoral, lo que concretó la especialización de la función electoral. 
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 Aunado a lo anterior, el legislador no se limitó a aspectos cuantitativos sino también a aspectos 
cualitativos, como fue que los afiliados contaran con su credencial con fotografía correspondiente a la 
entidad o al Distrito de que se tratara y también un imperativo de que el número total de afiliados en 
el país, no podría ser inferior al 0.26% del padrón electoral. 

 En este sentido, se fortaleció el régimen de partidos para que acreditaran realmente su 
representatividad y su estructura. Lo que coadyuvó no sólo al mejoramiento del sistema electoral, 
sino también dando una respuesta positiva a la sociedad que reclamaba el establecimiento de 
normas y criterios que definieran la aparición de nuevos partidos políticos, con una real estructura y 
representación de una corriente política de ciudadanos, con lo cual se desechaba en forma definitiva 
la simulación de quienes no tuvieren una representación auténtica. Por lo anterior, el espíritu de la 
reforma, contribuyó a conferir mayor representatividad y solidez a los partidos políticos con registro, a 
evitar procesos de simulación e incluso actos fraudulentos en el cumplimiento de los prerrequisitos 
que definía la ley secundaria, ya que el esfuerzo organizativo y territorial mayor permitiría la 
organización necesaria, y obligaría a la organización o agrupación política enfrentar en mejores 
condiciones de competencia a los procesos electorales y potenciar su fuerza real en ese tipo de 
contiendas. 

 Finalmente, el legislador consideró que una agrupación que aspiraba a registrarse como partido, 
requería la aceptación de una parte del pueblo. La misma palabra lo decía, “partido'” se refiere a 
parte, es una parte representativa de la sociedad y a la representación de la militancia para obtener 
el derecho al registro y los principios ideológicos y concretos que debían ofrecer como oferta política, 
por lo que el aumento de afiliados era viable. 

 Es por ello que de los argumentos esgrimidos se constata que las asambleas que deben celebrar las 
organizaciones interesadas en constituirse como Partidos Políticos Nacionales, no podrían ser 
válidas si las mismas se celebran en plazos o segmentos o si se contemplara que las mismas fueran 
celebradas en la misma entidad o Distrito, el número de veces que requiera la organización hasta 
que cumpla con el quórum necesario; ya que las organizaciones que se sitúen en el proceso referido 
deberán demostrar que cuentan con representatividad y apoyo necesario en un solo acto. Es así, que 
inclusive una vez que los partidos cuentan con registro, la representatividad con que cuentan, así 
como el número de votos que obtienen en la contienda electoral determina el porcentaje de 
financiamiento público a que son acreedores, e inclusive de ellos depende el número de curules con 
que contarán o si conserven o no el registro ante el Instituto. 

 En consecuencia, acorde con lo antes razonado, la solicitud realizada es improcedente, pues  se 
sustenta en pretensiones que resultan contrarias al sistema vigente para la constitución de  nuevos 
PPN. 

En virtud de los antecedentes y consideraciones, se determina emitir el Acuerdo siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO. Se da respuesta a la consulta formulada por la organización denominada “Organización 
Ciudadana Diferente A.C.” en los términos señalados en el Considerando 5 del presente Acuerdo. 

SEGUNDO. Notifíquese el presente Acuerdo a la organización denominada “Organización Ciudadana 
Diferente A.C.”, en el domicilio señalado para oír y recibir notificaciones. 

TERCERO. Publíquese el presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación y en la página electrónica 
del Instituto, en el apartado correspondiente a la Formación de Nuevos Partidos Políticos Nacionales. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 25 de junio 
de 2019, por votación unánime de los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro 
Marco Antonio Baños Martínez, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Doctor Ciro Murayama Rendón, 
Doctor Benito Nacif Hernández, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor 
José Roberto Ruiz Saldaña, Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles, Maestra Beatriz Claudia 
Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 

ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se modifica el Instructivo que deberán 
observar las organizaciones interesadas en constituir un Partido Político Nacional, así como diversas disposiciones 
relativas a la revisión de los requisitos que se deben cumplir para dicho fin, aprobado mediante Acuerdo 
INE/CG1478/2018, así como los Lineamientos para la operación de la Mesa de Control y la Garantía de Audiencia 
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en el Proceso de Constitución de Partidos Políticos Nacionales 2019-2020, aprobados mediante Acuerdo 
INE/ACPPP/01/2019. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG302/2019. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE MODIFICA EL 

INSTRUCTIVO QUE DEBERÁN OBSERVAR LAS ORGANIZACIONES INTERESADAS EN CONSTITUIR UN PARTIDO 

POLÍTICO NACIONAL, ASÍ COMO DIVERSAS DISPOSICIONES RELATIVAS A LA REVISIÓN DE LOS REQUISITOS 

QUE SE DEBEN CUMPLIR PARA DICHO FIN, APROBADO MEDIANTE ACUERDO INE/CG1478/2018, ASÍ COMO LOS 

LINEAMIENTOS PARA LA OPERACIÓN DE LA MESA DE CONTROL Y LA GARANTÍA DE AUDIENCIA EN EL 

PROCESO DE CONSTITUCIÓN DE PARTIDOS POLÍTICOS NACIONALES 2019-2020, APROBADOS MEDIANTE 

ACUERDO INE/ACPPP/01/2019 

GLOSARIO 

Consejo General  Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

Constitución Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

CPPP Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos 

DEA Dirección Ejecutiva de Administración 

DEPPP Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos 

DOF Diario Oficial de la Federación 

Instituto o INE Instituto Nacional Electoral 

Instructivo Instructivo que deberán observar las organizaciones interesadas en 

constituir un Partido Político Nacional, así como diversas disposiciones 

relativas a la revisión de los requisitos que se deben cumplir para dicho 

fin 

LGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

LGPP Ley General de Partidos Políticos 

Lineamientos Lineamientos para la operación de la Mesa de Control y la Garantía de 

Audiencia en el proceso de constitución de Partidos Políticos 

Nacionales 2019-2020. 

PPN 

 

Partido Político Nacional 

ANTECEDENTES 

I. El diecinueve de diciembre de dos mil dieciocho, se aprobó el Acuerdo del Consejo General por el 

que se expide el Instructivo identificado con la clave alfanumérica INE/CG1478/2018, mismo que fue 

publicado en el DOF el veintiuno de diciembre de dos mil dieciocho. 

II. Mediante circular identificada como INE/DEA/003/2019 de veintiocho de enero de dos mil diecinueve, 

el Titular de la DEA hizo del conocimiento del personal de este Instituto el primer periodo vacacional 

del año dos mil diecinueve, consistente en diez días hábiles que corresponden del veintidós de julio 

al dos de agosto, reanudándose actividades laborales hasta el lunes 5 de agosto. 

III. Mediante acuerdo identificado como INE/ACPPP/01/2019, de doce de febrero de dos mil diecinueve, 

la CPPP de este Instituto emitió los Lineamientos. 
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IV. El veintidós de febrero del dos mil diecinueve, se publicó en el DOF el aviso relativo a los días de 
descanso obligatorio y de asueto a que tiene derecho el personal del Instituto durante el año dos mil 
diecinueve, en el cual se informó, entre otros, el primer periodo vacacional antes citado. 

V. Mediante circular identificada como INE/DEA/018/2019, de diecinueve de junio de dos mil diecinueve, 
el Titular de la DEA hizo del conocimiento del personal de este Instituto el segundo periodo 
vacacional del año dos mil diecinueve, consistente en diez días hábiles que corresponde del 
veintitrés de diciembre de dos mil diecinueve al siete de enero de dos mil veinte. El aviso respectivo 
se encuentra pendiente de publicación en el DOF. 

CONSIDERANDO 

Competencia 

1. De acuerdo con el artículo 41, párrafo segundo, Base V, de la Constitución, en relación con los 
numerales 29, párrafo 1; y 30, párrafos 1, incisos a) y b), y 2, ambos de la LGIPE, el Instituto es un 
organismo público autónomo, cuya función estatal es la organización de las elecciones federales, en 
la que tiene como principios rectores la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad y 
máxima publicidad, y entre sus fines se encuentran contribuir al desarrollo de la vida democrática y 
preservar el fortalecimiento del régimen de partidos políticos. 

2. Según lo establecido en el artículo 32, párrafo 1, inciso b), fracción I de la LGIPE, el Instituto tendrá 
entre sus atribuciones para los Procesos Electorales Federales, la relativa al registro de los Partidos 
Políticos Nacionales. 

3. De conformidad con lo establecido en el artículo 7, párrafo 1, inciso a) de la LGPP, corresponde al 
Instituto la atribución relativa al registro de los Partidos Políticos Nacionales. 

4. En términos de lo establecido en el artículo 44, párrafo 1, inciso jj), de la LGIPE, el Consejo General 
está facultado para dictar los acuerdos necesarios para hacer efectivas las atribuciones que le otorga 
esa ley, así como otra legislación aplicable. 

5. El artículo Décimo Quinto Transitorio del Decreto por el que se expide la LGIPE, señala: 

“… Décimo Quinto. El Consejo General del Instituto Nacional Electoral podrá realizar ajustes a 
los plazos establecidos en esta Ley a fin de garantizar la debida ejecución de las actividades y 
procedimientos electorales contenidos en la presente Ley…”. 

 Con base en lo antes transcrito, se desprende que este Consejo General se encuentra facultado para 
realizar los ajustes necesarios a los plazos establecidos en la ley, siempre que con ello se garantice 
la debida ejecución de actividades y procedimientos electorales, dentro de los cuales se encuentra lo 
relativo al registro de los Partidos Políticos Nacionales. 

 Lo anterior, es acorde con el criterio sustentado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, que dio origen a la tesis de jurisprudencia identificada con la clave 
16/2010, cuyo texto se transcribe a continuación: 

FACULTADES EXPLÍCITAS E IMPLÍCITAS DEL CONSEJO GENERAL DEL 
INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. SU EJERCICIO DEBE SER CONGRUENTE 
CON SUS FINES. El Consejo General del Instituto Federal Electoral, como órgano 
máximo de dirección y encargado de la función electoral de organizar las elecciones, 
cuenta con una serie de atribuciones expresas que le permiten, por una parte, remediar 
e investigar de manera eficaz e inmediata, cualquier situación irregular que pueda 
afectar la contienda electoral y sus resultados, o que hayan puesto en peligro los valores 
que las normas electorales protegen; por otra, asegurar a los ciudadanos el ejercicio de 
los derechos político electorales, garantizar la celebración periódica y pacífica de las 
elecciones y, de manera general, velar por que todos los actos en materia electoral se 
sujeten a los principios, valores y bienes protegidos constitucionalmente. En este 
sentido, a fin de que el ejercicio de las citadas atribuciones explícitas sea eficaz y 
funcional, dicho órgano puede ejercer ciertas facultades implícitas que resulten 
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necesarias para hacer efectivas aquellas, siempre que estén encaminadas a cumplir los 
fines constitucionales y legales para los cuales fue creado el Instituto Federal Electoral. 

Requisitos constitutivos 

6. El artículo 10, párrafos 1 y 2, incisos a) y b), de la LGPP establece los requisitos que deberá cumplir 

la organización de ciudadanas y ciudadanos que pretenda obtener su registro como Partido Político 

Nacional, señalando que: 

“…Artículo 10. 

1. Las organizaciones de ciudadanos que pretendan constituirse en Partido Político 

Nacional (…) deberán obtener su registro ante el Instituto (…) 

2. Para que una organización de ciudadanos sea registrada como partido político, se 

deberá verificar que ésta cumpla con los requisitos siguientes: 

a) Presentar una declaración de principios y, en congruencia con éstos, su programa 

de acción y los Estatutos que normarán sus actividades; los cuales deberán satisfacer 

los requisitos mínimos establecidos en esta Ley; 

b) Tratándose de Partidos Políticos Nacionales, contar con tres mil militantes en por lo 

menos veinte entidades federativas, o bien tener trescientos militantes, en por lo menos 

doscientos Distritos electorales uninominales, los cuales deberán contar con Credencial 

para Votar en dicha entidad o Distrito, según sea el caso; bajo ninguna circunstancia, el 

número total de sus militantes en el país podrá ser inferior al 0.26 por ciento del padrón 

electoral federal que haya sido utilizado en la elección federal ordinaria inmediata 

anterior a la presentación de la solicitud de que se trate, y 

(…)”. 

7. Así también, el artículo 12, numeral 1 de la LGPP establece que: 

“…Artículo 12. 

1. Para la constitución de un Partido Político Nacional se deberá acreditar lo siguiente: 

a) La celebración de asambleas, por lo menos en veinte entidades federativas o en 

doscientos Distritos electorales, presencia de un funcionario del Instituto, quien 

certificará…”. 

8. El artículo 15, numeral 1 de la LGPP dispone lo siguiente: 

“…Artículo 15. 

1. Una vez realizados los actos relativos al procedimiento de constitución de un partido, 

la organización de ciudadanos interesada, en el mes de enero del año anterior al de la 

siguiente elección, presentará ante el Instituto o el Organismo Público Local competente, 

la solicitud de registro, acompañándola con los siguientes documentos…”. 

Celebración de asambleas 

9. A efecto de dar cabal cumplimiento al principio de certeza que debe regir todas las actividades de 

este Instituto, es indispensable que las organizaciones que busquen obtener su registro como PPN 

informen a este Instituto con precisión la fecha y lugar en que se celebrarán cada una de las 

asambleas estatales o distritales. 

10. La finalidad de la celebración de las asambleas estatales o distritales consiste en que las personas 

asistentes conozcan y aprueben los documentos básicos del interesado en obtener el registro como 

PPN al cual pretenden afiliarse, que suscriban el documento de manifestación formal de afiliación, 
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que se formen las listas de las personas afiliadas y que se elijan las y los delegados propietarios y 

suplentes que asistirán a la asamblea nacional constitutiva, en términos de lo dispuesto en el  inciso 

a), del párrafo 1, del artículo 12 de la LGPP. 

11. Así, conforme al Instructivo, una vez que la DEPPP haya notificado a la organización que su 

notificación de intención resultó procedente, por lo menos 10 días hábiles antes de dar inicio al 

proceso de realización de la primera asamblea estatal o distrital, según sea el caso, y a más tardar el 

30 de noviembre de 2019, la organización, a través de su o sus representantes legales acreditados, 

comunicará por escrito a la DEPPP la agenda de la totalidad de las asambleas. 

 Al respecto, la CPPP del Instituto, en su séptima sesión extraordinaria urgente celebrada el 

diecinueve de marzo de dos mil diecinueve, determinó, al responder a una consulta formulada por 

una organización en proceso de constitución como PPN, que: “…es factible que la agenda de 

celebración de asambleas se presente en parcialidades, esto es, por bloques, pudiendo estar 

conformados por el número de asambleas que cada organización considere necesario, siempre y 

cuando, cada bloque de asambleas se exhiba, por lo menos 10 días hábiles antes de la primera de 

las asambleas contempladas en él, con los datos previstos en el numeral 15 del instructivo, y a más 

tardar el 30 de noviembre de 2019…”. 

12. La DEPPP mediante oficio dirigido a la o el Vocal designado (a) de la Junta que corresponda, 

procederá a comunicar la fecha, lugar y hora en que se llevará a cabo la asamblea, así como el 

nombre de las y los miembros de la organización que fungirán como Presidente (a) y Secretario (a) 

de la misma. Lo anterior, para que dicho (a) funcionario (a) asista a la asamblea y extienda, cuando 

proceda, las certificaciones a que se refiere el artículo 12, párrafo 1, inciso a), fracciones I, II y III de 

la LGPP. 

De los actos previos a la celebración de las asambleas 

13. La o el Vocal designado (a) se comunicará con la o el Presidente o Secretario (a) acreditados por la 

organización con mínimo 5 días de anticipación a la realización de la asamblea, en el caso de las 

estatales, o con 3 días, en el caso de las distritales, para coordinar las actividades relativas a la 

preparación de la misma. 

14. En caso de que dentro de dichos plazos no haya sido posible la localización de las personas 

acreditadas por la organización, la o el Vocal designado elaborará un informe circunstanciado de los 

intentos de localización, mismo que remitirá por correo electrónico a la DEPPP a más tardar al día 

siguiente, a efecto de que se proceda a la cancelación de la asamblea, quedando a salvo el derecho 

de la organización para su reprogramación. 

15. Las y los responsables de la organización deberán presentarse en el lugar del evento, con cuando 

menos 2 horas de antelación al inicio del mismo con el fin de colaborar en las tareas de preparación 

de la asamblea. 

MODIFICACIÓN DEL INSTRUCTIVO 

16. El numeral 4 del Instructivo, establece: 

“… Los plazos señalados en el presente Instructivo se encuentran establecidos en días 

hábiles, son fatales e inamovibles y no habrá excepciones. Se entenderán por días 

hábiles, todos los días con excepción de sábados, domingos, los inhábiles en términos 

de ley y los que comprenda el período de vacaciones institucionales…”. 

17. Por otra parte, el numeral 16 señala: 
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“…Durante los períodos vacacionales institucionales, mismos que se darán a conocer 

con oportunidad, las organizaciones podrán celebrar asambleas; no obstante, al no ser 

días hábiles, las organizaciones deberán tenerlo presente para efecto de los plazos 

establecidos para notificar al Instituto la programación, cancelación o reprogramación de 

asambleas…”. 

 Al respecto, cabe recordar que las asambleas que celebren las organizaciones deben realizarse en 
presencia de una o un funcionario del Instituto, porque su objeto es que pueda certificar lo siguiente: 

a) En asambleas, de entidades federativas o Distritos electorales: 

- El número de personas afiliadas que concurrieron a la asamblea y suscribieron 
voluntariamente el documento de manifestación formal de afiliación; que asistieron 
libremente; que conocieron y aprobaron la declaración de principios, el programa de acción 
y los Estatutos; y que eligieron como delegados (as) propietarios (as) y suplentes a las 
personas que deberán asistir a la asamblea nacional constitutiva; 

- Que con las y los ciudadanos mencionados, quedaron formadas las listas de personas 
afiliadas, con el nombre, los apellidos, domicilio, clave y folio de la credencial para votar, y 

- Que en la realización de la asamblea de que se trate no existió intervención de 
organizaciones gremiales o de otras con objeto social diferente al de constituir el partido 
político. 

b) En una asamblea nacional constitutiva: 

- Que asistieron las y los delegados propietarios o suplentes, elegidos en las asambleas 
estatales o distritales; 

- Que acreditaron, por medio de las actas correspondientes, que las asambleas se celebraron 
de conformidad con lo prescrito en la normatividad aplicable; 

- Que se comprobó la identidad y residencia de las y los delegados a la asamblea nacional, 
por medio de su credencial para votar u otro documento fehaciente; 

- Que las y los delegados aprobaron la declaración de principios, programa de acción y  
Estatutos; y 

- Que se presentaron las listas de personas afiliadas con las y los demás ciudadanos con que 
cuenta la organización en el país, con el objeto de satisfacer el requisito del porcentaje 
mínimo exigido por la ley. 

En ese sentido, es menester que haya presencia de personas funcionarias del INE en las asambleas, a fin 
de dotarlas de la eficacia que la normatividad requiere como quedó detallado. 

Por esta razón, si bien es cierto que el numeral 16 del Instructivo permite a las organizaciones celebrar 
asambleas en períodos vacacionales institucionales y para ello deben tener presentes éstos para efecto de los 
plazos establecidos para notificar al Instituto la programación, cancelación o reprogramación de asambleas, 
ello no resulta posible, pues para el cumplimiento de la atribución legal de esta autoridad de certificar las 
asambleas programadas o reprogramadas por las organizaciones de la ciudadanía, no sólo basta con la 
presencia de una o un servidor público, sino que implica la participación de todo el personal que conforma la 
junta local o distrital, respectiva, así como el acompañamiento a la o el funcionario por parte de la DEPPP, en 
las diligencias que desarrolle e incluso para supervisar su actuación. 

Por ende, dado que son varias las personas funcionarias de las juntas locales o distritales, así como de 
diversas áreas del Instituto quienes intervendrán en la certificación de asambleas en los periodos 
vacacionales, se mermaría su derecho a ejércelo en forma completa, en las fechas preestablecidas. 

Por otra parte, ningún efecto jurídico tendría que las organizaciones celebraran algún tipo de asamblea 
dentro de los periodos vacacionales, dado que el Instituto no estaría en posibilidad de garantizar la asistencia 
de las personas funcionarias a dicha actividad para verificar el cumplimiento de los supuestos mencionados. 
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De esta forma, y a efecto de dotar de certeza los actos relativos a las asambleas que deben efectuar las 
organizaciones interesadas en constituir un PPN, con el objeto de que los órganos encargados de certificar la 
celebración de asambleas se encuentren debidamente integrados, esto es una vez reanudadas las labores en 
los términos precisados en los antecedentes II y IV de este instrumento. Por lo tanto, lo que corresponde es 
modificar el numeral 16 del Instructivo, a fin de que en los periodos vacacionales no se lleven a cabo las 
multicitadas asambleas, para quedar como sigue: 

“…16. Durante los periodos vacacionales del personal del Instituto, las organizaciones no podrán 
celebrar, programar, reprogramar o cancelar asambleas...”. 

Ahora bien, considerando que los periodos vacacionales a que tiene derecho el personal del INE 
comprenden un total de veinte días hábiles, ello implica que durante 20 días efectivos las organizaciones 
ciudadanas no podrán celebrar asambleas distritales o estatales, así como la propia asamblea nacional 
constitutiva. 

Por ende, a efecto de garantizar que los plazos establecidos en la legislación como en el Instructivo no 
afecten las actividades de las organizaciones interesadas en constituir un PPN, se estima necesario 
ampliarlos por 20 días hábiles más, para que éstas realicen las asambleas faltantes y puedan cumplir con los 
demás requisitos que contempla la etapa de solicitud de registro. 

Además, conviene precisar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación1 se han pronunciado en reiteradas ocasiones en el sentido que, para la operatividad 
del ejercicio de un derecho, es necesario instrumentar requisitos o medidas orientadas a darle viabilidad, sin 
más limitaciones que las establecidas en la propia legislación para asegurar el desarrollo en su mayor 
dimensión, por lo que una medida resultará ajustada a los principios de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad siempre que algún derecho fundamental se vea garantizado e inclusive se amplifique su 
contenido inicial. 

En consecuencia, por lo que hace a lo dispuesto en el artículo 15, numeral 1 de la LGPP, una vez 
realizados los actos relativos al procedimiento de constitución, la organización de la ciudadanía interesada, en 
el mes de febrero de dos mil veinte, presentará ante este Instituto la solicitud de registro; es decir, se amplía 
del mes de enero de dos mil veinte, al mes de febrero de ese año. 

Lo anterior, no se considera que vulnere el citado mandato en atención a que se trata de una ampliación a 
la fecha y, por ende, se maximiza la posibilidad de que las organizaciones ciudadanas cumplan con todos los 
requisitos necesarios para obtener su registro. 

En razón de lo anterior, se modifica los numerales 113 y 115 del Instructivo, a fin de que se sustituya la 
fecha perentoria para la presentación de la solicitud de registro del treinta y uno de enero de dos mil veinte al 
veintiocho de febrero de dos mil veinte, para quedar como sigue: 

“…113. La organización deberá presentar por escrito ante la DEPPP la solicitud de registro 
dentro del periodo comprendido del 8 de enero al 28 de febrero del año 2020, en días y 
horas hábiles, acompañada de la siguiente documentación: 

[…] 

115. En caso de que la organización interesada no presente su solicitud de registro en el 
mes de febrero de 2020, dejará de tener efecto la notificación formulada…”. 

Lo anterior, en el entendido de que no se afectará la fecha del uno de julio de dos mil veinte establecida en 
el artículo 19, numeral 2 de la LGPP, para que el registro de los partidos políticos surta efectos constitutivos. 

Ahora bien, en los numerales del Instructivo 15, 83, 87, 96, 98, 101 y 110, se señalan otras fechas 
perentorias relacionadas con el proceso de constitución de partidos políticos; en este sentido, a fin de dotar de 
certeza a las organizaciones ciudadanas, así como a la propia autoridad involucrada, se amplían las fechas 

                                                 
1 Tesis aislada 1a. CCLXIII/2016 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: TEST DE PROPORCIONALIDAD. 
METODOLOGÍA PARA ANALIZAR MEDIDAS LEGISLATIVAS QUE INTERVENGAN CON UN DERECHO FUNDAMENTAL. Jurisprudencia 
62/2002 del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación: PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. 
DEBE REALIZARSE CONFORME A LOS CRITERIOS DE IDONEIDAD, NECESIDAD Y PROPORCIONALIDAD. 
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mencionadas en esos preceptos por veinte días hábiles más. Algunos de estos cambios repercuten, por 
encontrarse reproducidas algunas fechas, en los Lineamientos para la operación de la Mesa de Control y la 
Garantía de Audiencia en el Proceso de Constitución de Partidos Políticos Nacionales 2019-2020, aprobados 
por la CPPP mediante Acuerdo INE/ACPPP/01/2019, específicamente en los numerales 9, 27 y 30. 

Así, el numeral 15 del Instructivo que señala que una vez que la DEPPP haya notificado a la organización 
que su notificación de intención resultó procedente, por lo menos 10 días hábiles antes de dar inicio al 
proceso de realización de la primera asamblea estatal o distrital, según sea el caso, y a más tardar el 30 de 
noviembre de 2019, la organización, a través de su o sus representantes legales acreditados, comunicará por 
escrito a la DEPPP la agenda de la totalidad de las asambleas; quedará en los términos siguientes: 

“…15. Una vez que la DEPPP haya notificado a la organización que su notificación de 

intención resultó procedente, por lo menos 10 días hábiles antes de dar inicio al proceso de 

realización de la primera asamblea estatal o distrital, según sea el caso, y a más tardar el 

15 de enero de 2020, la organización, a través de su o sus representantes legales 

acreditados, comunicará por escrito a la DEPPP la agenda de la totalidad de las asambleas, 

la cual deberá incluir los datos siguientes…”. 

El numeral 83 del Instructivo que dispone que todos los registros recibidos serán remitidos a la Mesa de 

Control y que el resultado de dicha revisión deberá reflejarse en el Portal web en un plazo máximo de diez 

días después de haberse recibido en la Mesa de Control, salvo en el caso de que los registros sean recibidos 

los últimos 10 días del mes de enero de dos mil veinte, en cuyo caso, la DEPPP contará con 20 días 

adicionales para su revisión; se modifica para quedar como sigue: 

“…83. Todos los registros recibidos serán remitidos a la Mesa de Control que implementará 

el Instituto desde el 1 de febrero de 2019 para la revisión de la información captada por las 

y los Auxiliares mediante la aplicación móvil, de las manifestaciones formales de afiliación; 

es decir, contra el documento base de ésta que es el original de la credencial para votar que 

emite este Instituto a favor de la ciudadanía, verificando que esos datos sean idénticos a los 

mostrados en la captura de la App. El resultado de dicha revisión deberá reflejarse en el 

Portal web en un plazo máximo de diez días después de haberse recibido en la Mesa de 

Control, salvo en el caso de que los registros sean recibidos los últimos 10 días del mes de 

febrero de 2020, en cuyo caso, la DEPPP contará con 20 días adicionales para su 

revisión…”. 

Por lo que hace al numeral 87 del Instructivo que señala que la DERFE realizará la verificación de la 

situación registral de las personas cuyos datos fueron captados a través de la aplicación móvil en la base de 

datos del padrón electoral vigente al treinta y uno de enero de dos mil veinte; se modifica en los siguientes 

términos: 

“…87. La DERFE realizará la verificación de la situación registral de las personas cuyos 

datos fueron captados a través de la aplicación móvil en la base de datos del padrón 

electoral vigente al 28 de febrero de 2020…”. 

En el numeral 96 del Instructivo, se estableció que DEPPP, a través del Sistema de Información de 

Registro de Partidos Políticos Nacionales, realizará un cruce de las y los afiliados válidos de cada 

organización contra los padrones de afiliados de los Partidos Políticos Nacionales y locales con registro 

vigente. Para tales efectos se considerarán los padrones verificados y actualizados al mes anterior a la fecha 

de la celebración de la asamblea y, en el caso de las y los afiliados en el resto del país -a través de la 

aplicación móvil o bajo régimen de excepción-, con corte al treinta y uno de enero de dos mil veinte; por lo que 

la ampliación quedará así: 

“…96. La DEPPP, a través del Sistema de Información de Registro de Partidos Políticos 

Nacionales (SIRPP), realizará un cruce de las y los afiliados válidos de cada Organización 

contra los padrones de afiliados de los Partidos Políticos Nacionales y locales con registro 
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vigente. Para tales efectos se considerarán los padrones verificados y actualizados al mes 

anterior a la fecha de la celebración de la asamblea y, en el caso de las y los afiliados en el 

resto del país -a través de la aplicación móvil o bajo régimen de excepción-, con corte al 28 

de febrero de 2020…”. 

El numeral 98 del Instructivo, señala que las y los representantes de las organizaciones -previa cita- 

podrán manifestar ante la DEPPP lo que a su derecho convenga, únicamente respecto de aquellas 

afiliaciones que no hayan sido contabilizadas de conformidad con lo establecido en el numeral 48 del 

Instructivo. Lo anterior, una vez que hayan acreditado haber reunido al menos la mitad del número mínimo de 

asambleas requeridas por la ley para su registro y hasta el quince de enero de dos mil veinte; en 

consecuencia, la ampliación de 20 días hábiles queda en los términos siguientes: 

“…98. Las y los representantes de las organizaciones -previa cita- podrán manifestar ante la 

DEPPP lo que a su derecho convenga, únicamente respecto de aquellas afiliaciones que no 

hayan sido contabilizadas de conformidad con lo establecido en el numeral 48 del presente 

Instructivo. Lo anterior, una vez que hayan acreditado haber reunido al menos la mitad del 

número mínimo de asambleas requeridas por la Ley para su registro y hasta el 13 de 

febrero de 2020…”. 

El Instructivo, en el numeral 101, dispone que, para que los registros que se encuentren dados de baja del 

padrón electoral por “Suspensión de Derechos Políticos” puedan ser considerados válidos, será necesario que 

la organización presente original o copia certificada de documento expedido por autoridad competente que 

acredite que la persona se encontraba rehabilitada en sus derechos políticos a la fecha de celebración de la 

asamblea o al treinta y uno de enero de dos mil veinte, si se tratare de afiliados en el resto del país; por ello, la 

modificación será así: 

“…101. Para que los registros que se encuentren dados de baja del padrón electoral por 

“Suspensión de Derechos Políticos”, puedan ser considerados válidos, será necesario que 

la organización presente original o copia certificada de documento expedido por autoridad 

competente que acredite que la persona se encontraba rehabilitada en sus derechos 

políticos a la fecha de celebración de la asamblea o al 28 de febrero de 2020, si se tratare 

de afiliados en el resto del país...”. 

En relación con el numeral 110 del Instructivo, que señala que, a fin de contar con el acta de la Asamblea 

Nacional Constitutiva que se integrará al expediente de solicitud, antes del vencimiento del plazo previsto para 

su presentación, las asambleas nacionales constitutivas deberán celebrarse a más tardar el veintinueve de 

enero de dos mil veinte; la ampliación quedará en los siguientes términos: 

“…110. A fin de contar con el acta de la Asamblea Nacional Constitutiva, que se integrará al 

expediente de solicitud, antes del vencimiento del plazo previsto para su presentación, las 

asambleas nacionales constitutivas deberán celebrarse a más tardar el 26 de febrero de 

2020…”. 

Derivado de lo anterior, los Lineamientos se modifican, por lo que hace al numeral 9, que establece que la 

clasificación o estatus preliminar de los registros de afiliación recibidos, deberá reflejarse en el Portal web en 

un plazo máximo de diez días después de haberse remitido a la Mesa de Control; y que la DEPPP contará 

con 20 días adicionales para su revisión en el caso de que los registros sean recibidos los últimos 10 días del 

mes de enero de dos mil veinte. Así, la modificación quedará en los siguientes términos: 

“…9. La clasificación o estatus preliminar de los registros de afiliación recibidos deberá 

reflejarse en el Portal web en un plazo máximo de diez días después de haberse remitido a 

la Mesa de Control. La DEPPP contará con 20 días adicionales para su revisión en el caso 

de que los registros sean recibidos los últimos 10 días del mes de febrero de 2020…”. 

El numeral 27 de los Lineamientos dispone que las organizaciones podrán solicitar cita para ejercer su 

garantía de audiencia, una vez que la organización haya acreditado haber reunido al menos la mitad del 
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número mínimo de asambleas requeridas por la Ley para su registro y hasta antes del quince de enero de dos 

mil veinte; es decir, la celebración de diez asambleas estatales o cien asambleas distritales, según 

corresponda. Por ende, la ampliación del plazo queda como a continuación se indica: 

“…27. Las organizaciones podrán solicitar cita para ejercer su garantía de audiencia, una 

vez que la organización haya acreditado haber reunido al menos la mitad del número 

mínimo de asambleas requeridas por la Ley para su registro y hasta antes del 13 de 

febrero de 2020; es decir, la celebración de diez asambleas estatales o cien asambleas 

distritales, según corresponda…”. 

Finalmente, el numeral 30 de los Lineamientos señala que las manifestaciones formales de afiliación 

recabadas a través del régimen de excepción deberán entregarse entre el seis y el treinta y uno de enero de 

dos mil veinte, como anexo a la solicitud de registro. Así, la modificación que se hace será la siguiente: 

“…30. Las organizaciones podrán solicitar cita para ejercer su garantía de audiencia, una 
vez que la organización haya acreditado haber reunido al menos la mitad del número 
mínimo de asambleas requeridas por la Ley para su registro y hasta antes del 13 de 
febrero de 2020; es decir, la celebración de diez asambleas estatales o cien asambleas 
distritales, según corresponda…”. 

La determinación anterior se adopta con el propósito de cumplir con los fines que la legislación le confirió a 
este Instituto, en particular, asegurar a la ciudadanía el ejercicio de sus derechos político-electorales y vigilar 
el cumplimiento de sus atribuciones. Así, el ajuste de los plazos permitirá que las organizaciones cuenten con 
la totalidad de los días efectivos para lograr, en su caso, el constituirse como PPN. 

También se toma en consideración que el artículo 16, párrafo 2, de la LGPP establece que las afiliaciones 
a un partido político en formación deben contar con un año máximo de antigüedad. Esta prescripción es 
consecuencia del principio de unidad que rige el procedimiento de constitución de PPN, que de acuerdo con 
los plazos establecidos en la propia LGPP es de aproximadamente un año, pues la manifestación de intención 
debe presentarse durante el mes de enero posterior al de la elección presidencial, en tanto que la solicitud de 
registro debe presentarse durante el mes de enero del año siguiente. De tal suerte, lo que el legislador ha 
tomado en consideración para fijar en un año la antigüedad máxima de una afiliación a un partido político en 
formación, es que se trate de manifestaciones de voluntad generadas durante ese procedimiento constitutivo, 
y no uno previo. Consecuentemente, si por razones fundadas y no contempladas inicialmente, se extiende ese 
procedimiento encaminado a la obtención del registro constitutivo, como ocurre en el presente caso, las 
afiliaciones otorgadas durante el mismo, al margen de que tengan un año o no, deben considerase válidas por 
ser acordes con el principio de unidad indicado. 

Cabe precisar que la medida que se adopta es similar a la adoptada en el Acuerdo INE/CG514/2017, en el 
cual este Consejo General, entre otros, ajustó los plazos para las solicitudes de registro de las candidaturas 
independientes, mismo que fue confirmado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, al emitir la sentencia SUP-RAP-731/2017 el veinticuatro de noviembre de dos mil diecisiete, en la 
que la autoridad jurisdiccional expresó, en lo que interesa, lo siguiente: 

“…34. Como se puede advertir, contrariamente a lo que aduce el partido político actor, la 
determinación del Consejo General relativa a modificar las fechas máximas para la recepción del 
apoyo ciudadano por los aspirantes a candidatos independientes no contraviene los principios de 
supremacía constitucional ni de reserva de ley porque el propio artículo 369 en su numeral 3, en 
consonancia con su régimen transitorio, le permite realizar adecuaciones en los plazos de la 
normativa a efecto de garantizar tanto la correcta ejecución de actividades y procedimientos previstos 
por la ley, como el adecuado ejercicio de los derechos político-electorales en que incidan. 

35. En este sentido, se considera que la responsable no se extralimitó en el ejercicio de sus 
atribuciones puesto que, tal y como lo manifiesta en el informe circunstanciado rendido ante esta 
autoridad jurisdiccional, la decisión de modificar los plazos la adoptó con el propósito de cumplir con 
los fines que la legislación le confirió al Instituto y, de manera particular, para asegurar el adecuado 
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ejercicio de los derechos político-electorales de los ciudadanos interesados en postularse a través de 
una candidatura independiente. 

36. Lo anterior, porque desde la perspectiva de la responsable, al tratarse de un ejercicio inédito el 
uso de la aplicación móvil para recabar el apoyo ciudadano, existió una curva de aprendizaje que 
implicó que, en la primera semana de su puesta en operación, su uso fuera incipiente por parte de 
los aspirantes y sus auxiliares, por lo que esa autoridad consideró otorgar siete días adicionales, 
como una medida adecuada para garantizar que los ciudadanos aspirantes cuenten con la 
oportunidad suficiente para recabar el porcentaje de apoyo requerido. 

37. Al respecto, esta Sala Superior estima que es correcta la actuación de la responsable porque 
conforme al artículo 1º de la Constitución, todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, de 
conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, lo 
que significa el imperativo de potencializar y hacer viable el pleno ejercicio de los derechos 
humanos…”. 

18. En congruencia con lo señalado en considerandos previos, en caso de que alguna organización de 

ciudadanos haya notificado la programación de sus asambleas durante los periodos vacacionales, 

éstas se tendrán por canceladas, quedando a salvo su derecho para su reprogramación por escrito a 

la DEPPP. 

 En consecuencia, se instruye a la DEPPP para que, en su caso, notifique a las organizaciones la 

cancelación de las asambleas ya programadas durante los periodos vacacionales del Instituto, con el 

fin de ser reprogramadas. 

Por lo expuesto y con fundamento en las disposiciones antes referidas y en aquellas que resulten 

aplicables, el Consejo General del Instituto Nacional electoral dicta lo siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO.- Se modifican los plazos y términos establecidos en el artículo 15, numeral 1, de la LGPP, y en 

los numerales 15, 16, 83, 87, 96, 98, 101, 110, 113 y 115 del Instructivo que deberán observar las 

organizaciones interesadas en constituir un Partido Político Nacional, así como los numerales 9, 27 y 30 de 

los Lineamientos para la operación de la Mesa de Control y la Garantía de Audiencia en el Proceso de 

Constitución de Partidos Políticos Nacionales 2019-2020, en los términos precisados en el considerando 17 

del presente Acuerdo. 

SEGUNDO.- Se instruye a la DEPPP para que coordine las notificaciones del presente Acuerdo a las 

organizaciones que continúan en el proceso de constitución de Partidos Políticos Nacionales. 

TERCERO.- Se instruye a la DEPPP para que, en su caso, notifique a las organizaciones la cancelación 

de las asambleas ya programadas durante los periodos vacacionales del Instituto, con el fin de ser 

reprogramadas. 

CUARTO.- Hágase del conocimiento el contenido del presente Acuerdo a las Juntas Ejecutivas Locales y 

Distritales del Instituto, así como a las Direcciones Ejecutivas y Unidades Técnicas involucradas en el proceso 

de constitución de Partidos Políticos Nacionales. 

QUINTO.- Publíquese el presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación, en los estrados y en la 

página electrónica del Instituto Nacional Electoral, en el apartado correspondiente a la Formación de 

Nuevos Partidos Políticos Nacionales. 
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El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 25 de junio 

de 2019, por votación unánime de los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro 

Marco Antonio Baños Martínez, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Doctor Ciro Murayama Rendón, 

Doctor Benito Nacif Hernández, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor 

José Roberto Ruiz Saldaña, Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles, Maestra Beatriz Claudia 

Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 

Consejo General, Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 
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